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Cordialmente me dirijo a usted con el fin de rendir concepto favorable respecto de 
la monografía “EL IMPACTO DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL EN 
NUESTRO ESTADO COLOMBIANO”    
 
 
La investigación se propone conocer el proceso de incorporación e impacto del 
tratado de Roma en Ia legislación interna, así mismo, nos interesa saber,   el estatuto 
que crea Ia Corte Penal Internacional,  su estructura, organización y jurisdicción. 
 
La importancia de este estudio radica, en que nosotros como estudiantes de 
derecho debemos estar familiarizados con el fenómeno jurídico de Ia 
internacionalización de Ia justicia penal, son pocos los trabajos que sobre el tema 
se han desarrollado en Colombia, por lo tanto es un averiguación  novedosa. 
 
Es una investigación eminentemente teórica  porque, se trata de analizar, estudiar 
y comprender el impacto del tratado de Roma, en Ia legislación interna colombiana. 
Es importante decir  que el Estatuto de Roma permite ordenar la desordenada 
jurisdicción de los Estados. Desde el mosaico jurisdiccional estatal a la 
heterogeneidad de normas procesales, penales y regímenes penitenciarios; 
haciendo necesaria la jurisdicción de la CPI. 
 
 Por el principio de complementariedad, el Estatuto de Roma crea una relación de 
subsidiariedad entre la justicia de los Estados y la CPI. La creación de la CPI es un 
gran avance en la protección penal de los derechos humanos, pero está no, esta 
exenta de críticas en la medida en que no tenga jurisdicción sobre todo ataque 
contra la paz y  la seguridad de la humanidad.  
 
La corte penal internacional tiene una limitante en nuestro país la salvedad 
formulada al artículo 124 del Estatuto de Roma, que limita la competencia de la 
Corte Penal Internacional para investigar y juzgar los crímenes de guerra cometidos 
en Colombia, y hasta que no se resuelva dicha situación,  no se podrá detener a los 
criminales que se escudan tras las barreras de los países; por esto, frente a la 
situación de nuestro país hay una intención que lo mas pronto posible el tema de 
Colombia sea tratado por la CPI.  
Por ultimo es importante reiterar, los efectos que consideramos  tendrá  la CPI en la 
jurisdicción interna  que son:   disuadir de cometer crímenes graves comprendidos 
en el derecho internacional a quienes planeen hacerlo; inducir a los fiscales 
nacionales, que son los primeros que deben asumir la responsabilidad de hacer 
comparecer ante la justicia a los autores de tales crímenes, y a cumplir con esta 
responsabilidad; permitir que se inicie el proceso de reconciliación, ofreciendo a las 
víctimas y a sus familias la oportunidad de pedir que se haga justicia y se averigüe 













Colombia es un país que se ha visto envuelto en conflictos internos, acciones 
antihumanitarias, donde se originan delitos tales como el secuestro, el genocidio, el 
desplazamiento forzado, las masacres, las desapariciones, y demás crimines de 
lesa humanidad,  hasta llegar a límites intolerables; incapaz de combatirlos, y con 
Ia necesidad de mejorar Ia administración de justicia,  decide acogerse a Ia Corte 
Penal Internacional, dando un gran  progreso en Ia perspectiva criminológica, 
debemos hacer alusión a su vigencia jurisdicción y competencia,  porque es un 
instrumento novedoso del derecho internacional, el cual es un  nuevo fenómeno 
social que afecta la política criminal,  Ia estructura y el desarrollo del derecho, por 
ello es necesario un estudio de investigación tendiente a demostrar sus 
implicaciones. 
 
EL objetivo general es estudiar el impacto que ha tenido en Ia justicia penal 
Colombiana Ia aprobación del tratado de Roma; y como específicos: conocer el 
estatuto que crea Ia Corte Penal Internacional,  su estructura, organización y 
competencia; determinar las leyes que se crearon con el fin de adecuar el tratado 
con Ia legislación nacional, ubicar las reformas necesarias, los ajustes legales o 
constitucionales, plantear el problema  jurisdiccional que se presenta  en  los 
crímenes de lesa humanidad y determinar los debates políticos, jurídicos y sociales 
dados en torno de Ia aprobación del estatuto de Roma. 
 
 
La importancia de  este tema radica en  el estudio de Ia implementación del estatuto 
de roma  en  nuestro país, el cual debe asumir los compromisos internacionales en 
Ia obligación de combatir los crímenes de lesa humanidad, que en adelante serán 
objeto de seguimiento por Ia naciente jurisdicción  y por lo tanto  interesa al mundo 
jurídico el impacto que trae Ia implementación del tratado, porque es un avance 
jurídico social muy importante que se esta dando en Ia actualidad y  un fenómeno 
político criminal  que afecta Ia estructura y el desarrollo del derecho interno como el 
internacional. 
 
Por ultimo, nuestro país al implementar el Estatuto de la Corte Penal Internacional 
da un avance crucial en la justicia,  los culpables de crímenes de lesa humanidad   
se convertirán en procesados de Ia justicia penal  internacional; esto afectará a 
todos esos grupos al margen de Ia ley que con sus   acciones antihumanitarias,  le 

















Debido a que se ha presenciado la peor violencia en la historia de la humanidad; en 
los últimos años del siglo pasado y principios de este, se han presentado bastantes 
conflictos en el mundo, han muerto un gran número de civiles, principalmente 
mujeres y niños. 
En  una gran proporción  se les han violado sus derechos, de propiedad y  dignidad. 
La mayoría de estas víctimas  han quedado en el olvido y muchos de los 
responsables no han respondido ante la justicia. 
Aunque existiendo reglamentos y leyes que definen y sancionan los crímenes de 
guerra, lo que ha hecho falta hasta ahora es un sistema de aplicación de estas 
normas y de hacer que los individuos que las violan respondan de sus crímenes. 
La Asamblea General de las Naciones Unidas reconoció por primera vez la 
necesidad de un mecanismo permanente para enjuiciar los homicidas en masa y 
los criminales de guerra en mil novecientos cuarenta y ocho, después de los juicios 
de Nüremberg y de Tokyo que siguieron a la II Guerra Mundial, y su necesidad se 
ha discutido en las Naciones Unidas desde esa época. Empero, los intentos de 
creación de ese mecanismo han sido vanos hasta ahora, a pesar de la necesidad 
de un tribunal penal permanente que enjuicie y castigue a los individuos que 
cometan los más horribles crímenes. 
La Corte Internacional de Justicia, principal órgano judicial de las Naciones Unidas, 
se diseñó principalmente para ocuparse de las disputas entre los Estados mas no 
tiene jurisdicción sobre asuntos que involucren la responsabilidad individual en un 
crimen. 
El Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas creó los dos tribunales ad hoc 
para Ruanda y la antigua Yugoslavia para abordar situaciones específicas 
resultantes de terribles crímenes que se habían cometido. La jurisdicción de estos 
tribunales está limitada al tiempo y los territorios en cuestión. Su propósito no era el 
de abordar violaciones que ocurrieran en otras partes o evitar violaciones en el 
futuro.  
 
1.1 ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS 
 
La CPI ha sido un tema de interés y actualidad para Colombia, en donde poco se 
ha escrito sobre el particular, a pesar de que el tema ha despertado un interés en 
medios académicos; La incorporación del estatuto de Roma a nuestra legislación 
interna, ha traído consigo ciertas dificultades por no estar acorde con Ia constitución 
misma, y lo podemos notar al consultar los aportes de tratadistas como los que 
nombramos a continuación: 
 
Para Bautista Delgado, “es importante Ia creación del Tribunal Penal Internacional 
para enjuiciar a los presuntos violadores del derecho Internacional Humanitario 
que durante muchos años se desarrollaron en Ia antigua Republica 
 
de Yugoslavia”1. La comisión de violaciones graves de los derechos humanos y del 
Derecho Internacional Humanitario fueron llegando al conocimiento de Ia opinión 
publica internacional y posteriormente confirmadas por el comité Internacional de Ia 
Cruz Roja y el Alto Comisionado de Ia Naciones Unidas para los refugiados. 
 
                                            
1 DELGADO CÁNOVAS, Juan Bautista. Análisis crítico de la legalidad de la creación para las Naciones 
Unidas de un Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia. Granada: Editorial Comares, 2000. p. 1.  
Ante esta situación, Ia comisión de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
se expreso invitando a los gobiernos y organizaciones internacionales a cooperar y 
a proporcionar información que le permitiera aplicar Ia resolución 771 de 1992 
(sobre violaciones del Derecho Internacional Humanitario) para adoptar las medidas 
necesarias contra los responsables de estas violaciones y que a su vez se 
constatarán los nombres de sus autores y de las victimas para comenzar a tomar 
conciencia del verdadero alcance de los hechos. 
 
Por otra parte, Ia comisión de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
encargo al señor Tadeus Mazowiecki para que especialmente recopilara 
información sobre este tipo de violaciones en Ia antigua Yugoslavia y especialmente 
en Bosnia, información que deba ser verificada. Pero pese a Ia verificación de esas 
informaciones que daban fe de las atrocidades cometidas en el marco del conflicto, 
hubo que esperar hasta el 5 de mayo de 1992 para que el consejo se ocupara por 
primera vez del conflicto que se presentaba en Bosnia. 
 
A partir de entonces, el consejo adopto una serie de medidas sobre violaciones de 
los Derechos Humanos que condujo al establecimiento del Tribunal Penal 
Internacional para el enjuiciamiento de sus presuntos responsables. La creación de 
este tribunal se llevo a cabo teniendo en cuenta las violaciones del D.I.H y Ia practica 
de limpieza étnica, situación que hoy en día continua siendo una amenaza para Ia 
paz y Ia seguridad internacional. En cuanto a Ia justificación que le da Bautista 
DeIgado a Ia creación de Ia CPI en Ia antigua Yugoslavia, es precisamente el de 
castigar aquellos crímenes que repugnan a toda Ia humanidad y que estos sean 
juzgados precisamente por un Tribunal Internacional y no por jueces nacionales, ya 
que Ia internacionalización del enjuiciamiento constituirla una garantía de justicia 
imparcial para las victimas como para los acusados. 
 
El fundamento jurídico utilizado para Ia creación del Tribunal internacional para Ia 
antigua Yugoslavia, fue el mecanismo coercitivo: 
Primero porque se constato Ia existencia de una amenaza para Ia paz y segundo 
porque debla establecerse un sistema de seguridad colectivo: por un lado, 
prohibiéndose el uso individual de Ia fuerza armada, salvo en estricta legitima 
defensa y por otro lado Ia creación de un dispositivo de reacción institucional contra 
el Estado que quebrantara injustificadamente esa prohibición. 
 
Del análisis del Estatuto de Ia Corte Penal Internacional y su importancia para 
Colombia, escrito por Clara Inés Vargas, “Ia CPI es un instrumento importante para 
Colombia por que constituye un nuevo reto y un incentivo para Ia lucha contra Ia 
impunidad y Ia violación de los derechos Humanos que se ha convertido en el pan 
de cada día de los Colombianos”2. 
 
En relación con el Principio de complementariedad de Ia Corte Penal Internacional 
a nuestro ordenamiento jurídico Clara Inés, lo expone que fue utilizado para 
describir Ia relación entre Ia Corte y las jurisdicciones penales nacionales; se trata 
de que los Estados voluntariamente permitan, en ceder parte de sus competencias 
a un organismo judicial Internacional de carácter permanente, pero no todos los 
Estados estuvieron dispuestos a hacer esa cesión afirmando que ningún Estado 
tiene jurisdicción sobre los actos de otro Estado, esto implica que los tribunales de 
un Estado, no están autorizados a cuestionar Ia validez de los actos de otro Estado, 
realizado dentro de su jurisdicción. Pero a través del tiempo los Estados fueron 
cediendo por medio de tratados, aceptando voluntariamente Ia limitación del 
concepto de soberanía a medida que las relaciones entre los Estados se fueron 
haciendo más interdependientes hasta alcanzar los grados de globalización que hoy 
conocemos. 
 
                                            
2 VARGAS SILVA, Clara Inés. Análisis del Estatuto de la Corte Penal Internacional y su importancia para 
Colombia. Bogotá D.C: Editorial Cancillería de San Carlos, 2002. p. 12.  
En materia de principios, como el NON BIS IN IDEM, que fue uno de los temas que 
se vinculo con el de complementariedad, se partió de Ia base de que debe limitarse 
a los juicios celebrados en un solo ámbito de jurisdicción; es decir que Ia Corte no 
puede juzgar dos veces a una persona por los mismos hechos cuando ya hubiere 
sido condenado o absuelto por Ia misma corte, al igual ,que esta prohibido para los 
demás tribunales de juzgar a una persona por los mismos hechos por los que ya 
hubiere sido condenado o absuelto por Ia corte, sin embargo se establecieron 
excepciones al principio de cosa juzgada para permitir a Ia Corte Penal Internacional 
procesar a personas por hechos que ya hubieren sido juzgados por otro tribunal, 
terminando así por imponerse Ia jurisdicción de Ia Corte por encima de Ia 
jurisdicciones penales nacionales. 
 
Es pertinente mencionar el artículo relativo al principio del NON BIS IN IDEM o cosa 
juzgada en relación con las amnistías, los indultos y las suspensiones de ejecución 
o conmutación de Ia pena. 
 
“Sin perjuicio de los dispuesto en el articulo 18, quien haya sido procesado por otro 
tribunal en razón de hechos que estén también prohibidos con arreglo al articulo 5 
podrá ser procesado por Ia Corte si una decisión manifiestamente infundada 
respecto a Ia suspensión del cumplimiento de Ia sentencia, una amnistía o una 
conmutación de Ia pena excluyera Ia posibilidad de aplicar una pena apropiada”3. 
 
Al respecto, muy pocas delegaciones le dieron su aval y todos los que intervinieron 
para solicitar su eliminación entre ellos Colombia, consideraron que se vulneraba Ia 
soberanía de los Estados por lo que seria muy difícil llegar a aceptar el texto anterior. 
 
En el ámbito de crímenes, Clara Inés toca un punto muy importante sobre las cinco 
                                            
3 Disponible en Internet: http:// www nizkor.convencion.onu/estatuto/articulo.18/ 
grandes categorías de los cuales Ia Corte Penal Internacional tendría competencia: 
el genocidio, Ia agresión, las violaciones graves de las leyes y usos aplicables en 
los conflictos armados, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes 
correspondientes a Ia paz y Ia seguridad de Ia humanidad. 
 
Uno de los temas que se abordo respecto a lo anterior, era si de debía o no 
incorporar en el estatuto Ia definición de los crímenes ya mencionados; algunos 
países, entre ellos Colombia, pensaron que teniendo en cuenta el principio 
de legalidad o NULLUN CRIMEN SINE LEGE, era indispensable que se incorporara 
Ia definición de los crímenes en el Estatuto y que se especificaran los elementos de 
cada crimen para así garantizar los derechos del acusado, para tal fin Colombia 
estuvo de acuerdo con que se definieran los crímenes dentro del estatuto. Como Ia 
mayoría de las delegaciones fueron partidarias de que se definieran los crímenes, 
se tomo Ia decisión de hacerlo en articulados diferentes y de manera exhaustiva 
para dar plena aplicación al principio de legalidad, quedando regulado en el artículo 
5 bajo el titulo “crímenes de competencia de Ia Corte”4. 
 
Respecto al derecho aplicable, se señalo que Ia Corte debe aplicar el estatuto, los 
tratados, las normas de derecho internacional general, y en Ia medida en que fuera 
aplicable cualquier norma de derecho interno, se considera, que es muy importante 
incluir esta fuente por que en muchos de los tratados se previo que los crímenes 
estuvieran también tipificados como crimen en el derecho interno y que teniendo en 
cuenta Ia seguridad jurídica de los procedimientos penales las normas que aplicaba 
Ia corte deberían quedar claramente establecidas en el estatuto. 
 
En este sentido se señalo que Ia Corte deberla aplicar el derecho interno del Estado 
en donde se hubiera cometido el crimen, en vista de que el Derecho Internacional 
                                            
4 Ibid., http://articulo.5/ 
no contaba con un sistema completo de derecho penal sustantivo, y por lo tanto es 
importante recurrir a este recurso siempre y cuando no fuera incompatible con el 
Estatuto. 
 
En general, para que Colombia pueda adoptar el principio de complementariedad, 
se requiere que nuestra jurisdicción penal sea competente para investigar y juzgar 
los hechos que constituyen delito de derecho internacional establecidos en Ia CPI, 
y que este hecho este también tipificado en nuestra legislación, de no ser así el 
Estado no podrá investigar ni juzgar, por lo que pasaría hacer competencia y hacer 
directamente juzgados por Ia CPI, partiendo del hecho de que el derecho nacional 
no considere como criminal un determinado acto, sin quedar eximido el que lo 
realice en virtud del derecho internacional. 
 
Para Eduardo Umaña Luna, Colombia es uno de los países mas golpeados por Ia 
violencia y Ia proliferación de las desapariciones forzadas involuntarias, seguido de 
una guerra sin razón del crimen organizado, sumándole Ia ausencia alarmante del 
sistema penal, particularmente a falta de tipicidad para los crímenes de mayor 
repercusión social internacional y nacional. 
 
La realidad que vive nuestro país genera Ia necesidad de afrontar el reto de Ia 
violencia, proponiendo nuevos prospectos jurídicos integrando el sistema penal a 
mecanismos de competencia de Ia CPI, para hacer una patria civilizada y salvar 
según el “el resto de nuestra maltrecha soberanía”5. 
 
De este documento es importante dar a conocer ciertas conclusiones del autor: 
Primero que todo, habla sobre el trafico de drogas: que indudablemente es uno de 
los principales factores de desestabilización de Ia sociedad colombiana, esta es 
                                            
5 UMANA LUNA, Eduardo. Delitos de Lesa Humanidad y al Derecho Penal Interno. Bogotá D.C: Editorial 
Sitrateléfonos, 2001. p. 20 – 60. 
una de las razones que ha fomentado Ia violencia en nuestro país; así no sea ella 
Ia única causa, por desgracia existen mas factores que 
sumados a este han hecho de Ia vida cotidiana de los colombianos una lucha 
constante contra Ia violencia, ya que Ia acción subversiva ha afligido a todos los 
sectores de Ia sociedad. Sin embargo las denuncias de violaciones de derechos 
humanos cometidos por estos últimos, llegan a las naciones unidas sin ninguna 
respuesta efectiva para combatir el crimen organizado. Por ultimo hay también 
muerte debidas a Ia delincuencia común, lo que no tiene nada de particular en un 
país donde hay tantas armas en manos de particulares sin control alguno. En 
segundo lugar, hace una breve exposición sobre el desaparecimiento involuntario, 
en donde una de las características de este fenómeno en Colombia es su corta 
duración, por lo que en muchos de los casos de detención ilegal o secuestro, el 
cuerpo de Ia victima aparece a los pocos días sin vida y muchas de las veces 
torturado en los cuales se puede evidenciar Ia ejecución arbitraria y de tortura que 
ha sufrido Ia victima. 
 
La pobreza y Ia miseria no se quedan atrás, como uno de los factores generadores 
de violencia en nuestro país, sumándole el grado de impunidad lo que ha debilitado 
considerablemente Ia confianza en las instituciones publicas, y contribuyendo al 
escepticismo en lo que se refiere a soluciones pacificas para los conflictos sociales 
en Colombia. 
 
Como consecuencia de Ia inoperancia del Estado, el gobierno se vio en Ia 
necesidad de garantizar el funcionamiento adecuado de las instituciones para 
mantener el orden publico y Ia protección del individuo, Ia situación de Colombia 
exige con prontitud, Ia puesta en funcionamiento de Ia CPI en nuestra legislación ya 
que esta es una necesidad jurídica y obligación por parte del Estado defender a los 
ciudadanos y, si es, esta norma Ia que por primera vez defiende a Ia victima sobre 
el victimario, valorando el concepto de victima universal, es precisamente el estatuto 
de Ia Corte Penal Internacional, Ia encargada de tipificar y enjuiciar estos crímenes.  
 
Maria Luis Manotas, profesora en derechos humanos y derecho Internacional 
Humanitario, hace un análisis sobre si cabria Ia posibilidad del indulto y Ia amnistía 
en los delitos atroces o de lesa humanidad que agobia a nuestro país. 
 
Si bien es cierto en situaciones como las que vive Colombia de conflicto interno, “los 
autores alzados en armas de las organizaciones guerrilleras y paramilitares o de 
autodefensa, no suscribirían un acuerdo de paz, cuyo objeto sea su aprehensión, 
juicio y castigo por los delitos cometidos, pero tampoco no se conseguirá Ia paz con 
Ia impunidad de tales crímenes cometidos en el seno de Ia sociedad, ya que Ia 
impunidad seria Ia base de nuevas violaciones de los derechos humanos”6. 
 
Es claro, entonces, que el derecho Internacional Humanitario es obligatorio para los 
actores del conflicto armado, es así como Ia violación de Ia misma debe ser 
castigada o bien, mediante el poder judicial interno a el nuevo instrumento 
internacional como lo es Ia CPI, que goza de poder coercitivo para aplicar Ia justicia 
como lo establece el estatuto de Roma para ciertos eventos. 
 
En tal sentido, seria imposible que se pudiera llegar a acuerdos de amnistía o 
indulto a personas que hayan involucrado a Ia población civil en el conflicto interno 
armado, ya que el objetivo del DIH, es sustraer a Ia población civil de 
dichos efectos. 
 
Esto quiere decir que si Colombia no judicializa a los autores de delitos de lesa 
humanidad, o de guerra debido al indulto o a Ia amnistía, no quiere decir que 
                                            
6 MANOTAS ANGULO, Maria Luisa. El Indulto y la Amnistía frente al nuevo Derecho Penal Internacional. 
Bogotá D.C: Editorial Consigna, 2002. p. 15. 
escapen a Ia jurisdicción de Ia nueva CPI, pues nos encontramos en un marco de 
globalización, no solo en el campo comercial sino también en el jurídico. 
 
Si bien es cierto Ia corte no tiene jurisdicción universal, pero si competencia para 
juzgar dichos actos; cuando un Estado como es el caso Colombiano, no tenga, o no 
haya podido castigar un delito atroz o un crimen de lesa humanidad, en el que se 
haya otorgado amnistía o indulto. En definitiva Ia CPI es un instrumento coercitivo 
dotado de los instrumentos necesarios para aplicar justicia. 
 
Lo anteriormente dicho, tiene su sustento en Ia Constitución Nacional, que distingue 
el delito político del delito común, y concede beneficios como Ia amnistía, el indulto, 
para los delitos políticos, siempre que estos no hayan incurrido en delitos atroces; 
resulta insostenible aceptar el delito político, en el que se amparan los alzados en 
armas, como el secuestro, Ia toma de rehenes, las masacres, las desapariciones 
forzadas, Ia tortura, el desplazamiento forzado y todas las atrocidades que a diario 
cometen en Colombia los grupos armados y los paramilitares, pretendiendo que son 
legitimas a que están amparados en los delitos tildados de políticos, los cuales 
posibilitan el indulto o Ia amnistía bajo Ia excusa de que es necesario para asegurar 
Ia paz entre los colombianos. 
 
Por otra parte el código penal establece que Ia amnistía extingue Ia acción penal y 
Ia pena, beneficios que son otorgados a miembros de organizaciones al margen de 
Ia ley, amparados por el carácter de delito político y que hayan demostrado su 
voluntad de incorporarse a Ia vida civil. Al respecto, se tendría entonces que 
reformar Ia constitución política de Colombia, ya que los tratados internacionales 
con que los mencionados crímenes no pueden ser producto de amnistía o indulto, 
por que precisamente violaría el derecho internacional Humanitario y el Estatuto de 
Ia CPI. 
 
La incorporación del estatuto de Roma en nuestra Legislación interna, y en una 
forma aun mas directa, a Ia constitución misma, a tenido ciertas dificultades y Ia 
podemos notar al consultar los aportes de Jaime Sandoval Mesa, que en su libro 
titulado Ia incorporación de Ia CPI, analizo Ia implementación y los efectos que 
tendrá el estatuto en nuestro país. 
 
Considera, que al ratificar dicha figura, Colombia, tiene que hacer cierta 
armonización de Ia Legislación foránea con Ia nacional, y no es un proceso fácil, 
puesto que puede existir ciertas discusiones en cuanto a Ia competencia del ente 
supranacional. 
 
A demás destaca las presiones que ha tenido nuestro país en cuanto a Ia 
aprobación de algunas cláusulas, que de ser así, niegan Ia competencia o debilitan 
Ia CPI, refiriéndose a los Estados unidos, “Ia fuerte presión Norte Americana, que 
para ese momento exigía cierta inmunidad de sus funcionarios, en Ia eventualidad 
de que nuestro Estado acogiera con todo vigor las cláusulas del tratado, 
concretamente las disposiciones del articulo 8 concerniente a los crímenes de 
guerra”7. 
 
Para nosotros es de especial interés lo que nos relata dicho actor, puesto que esta 
resaltando no solamente los problemas a nivel interno, si no adicionalmente las 
influencias que pueden afectar en Ia toma de decisiones de nuestro país con 
respecta a Ia incorporación y mas concretamente a Ia validez de Ia CPI. 
 
En Ia revista Consigna, en su articulo titulado “La Corte Penal Internacional”, Jorge 
Mario Eastman, asegura: “Es un logro para Colombia Ia ratificación del tratado, ya 
                                            
7 SANDOVAL MESA, Jaime. La Incorporación de la Corte Penal Internacional. Bogotá D.C: Ediciones Nueva 
Jurídica, 2003. p. 260 – 263. 
 
que este logrará hacia un futuro complementar el sistema jurídico penal nacional”8 
podemos deducir entonces que este tratadista acoge Ia teoría subsidiaria de Ia CPI, 
en donde este apoya jurisdiccionalmente a Colombia. 
 
Y en Ia misma teoría subsidiaria tenemos a Javier Antonio Villanueva Mesa, en su 
texto “Jurisdicción Penal Internacional sobre Ia Globalización”, en donde menciona: 
“El sistema legislativo Colombiano ha tenido una deficiencia en Ia administración de 
justicia especialmente Ia de Ia jurisdicción penal originando como consecuencia Ia 
mundialización del delito, entrando Colombia a formar parte de un control social 
Internacional”9. 
 
Finalmente, analizando las diversas posturas doctrinales al tema nos lleva a 
considerar que el Estatuto de Roma va ser el mecanismo que fortalecerá nuestro 
sistema jurídico penal, será complementario de los sistemas de justicia nacional y 
actuará solo cuando los Estados sean incapaces o carezcan de voluntad de 
investigar o juzgar crímenes de lesa humanidad.  
 
 
1.2 ANTECEDENTES HISTÓRICOS 
 
 
El más remoto precedente de la CPI podría ser el tribunal constituido en 1474 para 
juzgar a Peter de Hagenbach por homicidio, violación y otras infracciones a las 
“leyes de Dios y de los hombres”10 , durante la ocupación de la ciudad de 
Breisach.  
                                            
8 EASTMAN, Jorge Mario. La Corte Penal Internacional. Bogotá D.C: Editorial Consigna, 2002. p. 18. 
 
9 VILLANUEVA MESA, Javier Antonio, Jurisdicción Penal Internacional, Medellín: Editorial Librería Sanchez 
Ltda, 2000. p. 10. 
10 GRAVEN, Francoise,  El Difícil Progreso de la Justicia Penal Internacional. Paris: Ediciones A. Pedone, 
1970.p. 512 – 526. 
El Tratado de Versalles de 1919 contemplaba el enjuiciamiento del Kaiser Guillermo 
II por un tribunal internacional, previsión frustrada con la negativa  de los Países 
Bajos a su entrega. Por esta misma época, el Tratado de Sévre de 1920 anunciaba el 
enjuiciamiento de los responsables turcos del genocidio armenio, pero el Tratado 
de Lausana de 1923 amnistió a los procesables 
 
 En julio de 1920, el Comité de Juristas encargado de la elaboración del Estatuto de 
la Corte Permanente de Justicia Internacional presentó un proyecto para la creación 
de una jurisdicción penal internacional ajena a esta Corte, la que no fue muy bien 
acogida por la Asamblea de la Sociedad de las Naciones; pues, adoptó una 
recomendación mediante la cual estimaba que los crímenes internacionales podrían 
ser jurisdicción de una sala de la Corte Permanente de Justicia Internacional en un 
futuro.  
 
La Convención para la Creación de una Corte Penal Internacional para Terrorismo 
de Ginebra de 1937 preveía un tribunal para estos casos, pero circunstancias como 
la guerra civil española, la invasión de Italia a Abisinia y la segunda guerra mundial 
abortaron el engendrado tribunal 
 
1.2.1 TRATADO DE PAZ DE VERSALLES 
 
 
                Se puso fin a la primera guerra Mundial, donde se estableció la creación 
de un tribunal especial, que en el artículo 227 nos dice: 
 
Los aliados y los poderes asociados denuncian públicamente a Guillermo II de 
Hohenzollern, ex Emperador alemán, por una ofensa suprema contra la moralidad 
internacional y lo sagrado de los tratados. 
 
Se constituirá un Tribunal Especial para juzgar al acusado, asegurándole la garantía 
esencial de sus derechos a la defensa. Este Tribunal estará compuesto de cinco 
jueces, uno por cada uno de los siguientes poderes: Estados Unidos, Gran Bretaña, 
Francia, Italia y Japón. En sus decisiones este Tribunal se verá guiado por los más 
altos motivos de las normas internacionales con vista a justificar las obligaciones de 
las garantías de los compromisos internacionales y de la validez de la moralidad 
internacional. Será su obligación imponer los castigos que considere deben ser 
impuestos. 
 
Los aliados y la asociación de poderes solicitarán al Gobierno de Holanda la entrega 
del ex Emperador para someterlo a juicio. 
 
Cabe destacar que aunque el tratado no hacía referencia expresa a crímenes contra 
el derecho Internacional sino a una ofensa suprema contra la moralidad 
internacional y a lo sagrado de los tratados, en el fondo estaba indicando que esa 
guerra constituía un crimen. 
 
La disposición del Tratado de Versalles como lo analiza Kelsen, en su libro 
“principios de derecho internacional público”11, convertía a las normas de la moral 
internacional en normas jurídicas anexando una sanción penal y preveía la 
aplicación de esa sanción a un individuo, en su calidad de agente del Estado, y no 
al Estado mismo, con lo cual sin duda se violaba el principio nullun crimen sine lege, 
porque las normas que el Tratado calificaba como infracciones, no establecían la 
responsabilidad individual en ningún caso, sino solamente la responsabilidad del 
Estado. Frente al artículo 227, Alemania finalmente consintió en que esa 
responsabilidad individual se le atribuyera al ex Emperador por cuanto ratificó el 
Tratado de Paz de Versalles. 
                                            
11 KELSEN HANS. Principios de Derecho Internacional Público. Buenos aires: Editorial ateneo 2000, .p. 123. 
 Pero de nada sirvió que Alemania ratificara el tratado, El juicio al ex Emperador no 
pudo llevarse a cabo por cuanto Holanda le concedió asilo político y se negó a 
entregarlo, aduciendo la inexistencia de una base legal. El Gobierno sostuvo que si 
en el futuro llegara a constituirse, por la Sociedad de las Naciones, una jurisdicción 
internacional competente para juzgar, en el caso de una guerra, hechos calificados 
como crímenes y sometidos a una sanción por un estatuto anterior a los actos 
cometidos, los Países Bajos se asociarían a ese nuevo régimen. 
 
No obstante en Leipzig, con el consentimiento de los Aliados, se llevaron a cabo 
varios juicios contra unas 45 personas entre el 23 de mayo del 16 de julio de 1921  
 
Finalmente cabe decir en cuanto al periodo de la primera Guerra Mundial, que 
numerosos proyectos, se presentaron pero ninguno tuvo éxito en sentar las bases 
para la creación de una jurisdicción penal de carácter internacional, entre los que 
vale la pena destacar, a pesar de que nunca entró en vigor, la “Convención para la 
Creación de una Corte Penal Internacional”12, cuyo texto fue, adoptado por los 
Estados miembros de la Sociedad de las Naciones, el 16 de noviembre de 1937, 
con el fin de que aplicara las disposiciones de la Convención para la prevención y 
la represión del terrorismo adoptada en la misma fecha.  
 
1.2.2 TRIBUNAL DE NUREMBERG. 
 
               Siguiendo la historia encontramos otro órgano judicial de importantes 
implicaciones en la internacionalización de la justicia como fue Tribunal Militar o 
Tribunal de Nuremberg. 
 
                                            
12 BASSIOUNI, Pierre. Estudio Histórico (1919 – 1918). Toulouse: Editorial Novedades de estudios 
Penales.1999. p. 1 – 44. 
Debido a los atroces crímenes cometidos especialmente por los nazis antes y 
durante la Segunda Guerra Mundial, contra los judíos, los gitanos, y en general 
contra la población civil de los territorios que ocupaban, llevó a los países aliados a 
tornar la decisión de no dejar en la impunidad dichos crímenes y con tal fin 
decidieron crear, mediante un tratado internacional, un tribunal para juzgar a los 
responsables de tales crímenes. 
 
En efecto, el 8 de agosto de 1945, los gobiernos de: Estados Unidos, Francia, el 
Reino Unido y la unión soviética, suscribieron el acuerdo de Londres, al que 
posteriormente adhirieron varios Estados, mediante el cual se creó el tribunal militar 
internacional, mas conocido, por el nombre de la ciudad Alemana en lo que sesionó 
y dictó su sentencia, como “Tribunal de Nuremberg”13; el mencionado Tribunal tenía 
por objeto juzgar y sancionar a los principales criminales de guerra de las potencias 
del Eje europeo. 
 
 
1.2.3 EL TRIBUNAL PENAL INTERNACIONAL PARA LA ANTIGUA YUGOSLAVIA 
 
Después del tribunal de guerra, nace “el tribunal penal internacional para la antigua 
Yugoslavia”14, el cual es otro logro de internacionalizar la justicia penal, se dio a raíz 
del conflicto que afectó a la antigua Yugoslavia a comienzos de la década de los 
noventa, como consecuencia, entre otras causas, de los renacimientos de los 
nacionalismos y los fanatismos religiosos que condujeron a la disolución de la 
república Socialista Federativa de Yugoslavia. 
 
                                            
13 ZAYAS ALFRED, Maurice, El proceso de Nuremberg ante el Tribunal Militar Internacional ( 1945-1946) en 
los grandes procesos Derecho y poder en la Historia. Barcelona: Editorial Critica Barcelona, 1993. p. 234-255. 
 
14 FERNANDEZ LIESA, Joaquín. El tribunal para la antigua Yugoslavia y el Desarrollo del Derecho 
Internacional. Madrid: Editorial  Golman, 1996. p. 11-44   
Se instauro dicho tribunal porque se llego a la conclusión de que se había cometido 
violaciones del derecho Internacional Humanitario como: asesinatos, depuración 
étnica, matanzas en masa, torturas, violaciones, saqueo y destrucción de bienes 
civiles, destrucción de bienes culturales y religiosos y detenciones arbitrarias.  
 
 
1.2.4 TRIBUNAL PENAL INTERNACIONAL PARA RUANDA 
 
 
                 Después del tribunal de Yugoslavia, nace “el tribunal penal internacional 
para Ruanda”15, el 8 de noviembre de 1994, debido a que en ese país se habían 
cometido genocidio y otras violaciones sistemáticas, generalizadas y manifiestas del 
Derecho Internacional humanitario, en solicitud formulada por el propio Gobierno de 
Ruanda y habiendo determinado que esa situación constituye una amenaza para la 
paz la seguridad internacionales, se decidió, establecer un Tribunal Internacional 
para enjuiciar a los responsables de tales crímenes. 
 
Lo anterior es lo que a nuestra forma de ver, fueron los logros que en su contexto 
histórico, internacionalizaron la justicia penal, y que son los cimientos de la nueva 
figura jurídica supranacional, como es la CPI. 
 
 
 2. CARACTERISTICAS GENERALES DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
 
                                            
15 PIGNATELLI MECA, Morís. El Tribunal Internacional para Ruanda. Madrid, Editorial Gama, 1997. p. 389-
420. 
Con arreglo al Estatuto de la Corte Penal Internacional, ésta se caracteriza por ser 
una institución de carácter permanentemente, subsidiaria de las jurisdicciones 
penales nacionales, dotada de personalidad jurídica internacional y vinculada a 
Naciones Unidas.  
 
2.1 CARÁCTER PERMANENTE 
 
A diferencia de los cuatro tribunales internacionales ad hoc que se han establecido 
hasta la fecha, la Corte Penal Internacional  será una institución permanente. Esta 
vocación de permanencia presenta ventajas evidentes. Así, su existencia contribuirá 
a que los crímenes sometidos a su jurisdicción no queden impunes y puede ser un 
elemento de disuasión a la hora de cometerlos. Además, la existencia de un tribunal 
permanente es más justa y equitativa que la creación de tribunales ad hoc, pues 
que éstos se originen responde a una decisión política del Consejo de Seguridad y, 
si no existe voluntad de crearlos, seguirán quedando impunes determinados 
crímenes internacionales. 
Sin embargo, su nacimiento tampoco será una panacea pues, como veremos más 
adelante, la Corte tiene graves dificultades para juzgar crímenes internacionales 
cometidos en el territorio de Estados que no son parte de su Estatuto o por 




Tal y como indica el artículo uno del Estatuto, la Corte será complementaria a las 
jurisdicciones penales nacionales. 
Como veremos, los Estados tendrán preferencia para investigar y enjuiciar los 
crímenes sometidos a la jurisdicción de la Corte, por lo que la competencia de la 
Corte es subsidiaria. Este hecho la diferencia de los tribunales internacionales para 
la antigua Yugoslavia y para Ruanda que, aunque no niegan la competencia de 
otros tribunales nacionales, tienen preferencia sobre las jurisdicciones de todos los 
demás Estados “artículo nueve del Estatuto del Tribunal Internacional Penal para la 
antigua Yugoslavia y artículo ocho del Estatuto del Tribunal Internacional Penal para 
Ruanda”16. 
  
2.3 ESTATUTO INTERNACIONAL 
 
La Corte gozará de personalidad jurídica internacional y tendrá capacidad jurídica 
para el ejercicio de sus funciones y el cumplimiento de sus propósitos (artículo 
cuatro)17. Esta institución estará relacionada con Naciones Unidas a través de un 
acuerdo establecido por la Asamblea de Estados Partes en el Estatuto de la Corte 
Penal Internacional y concluido por el presidente de la Corte en su representación 
(artículo dos). 
                                                                                                          
                                            
16 El estatuto ésta disponible en Internet: http: // www.un.org/law/icc/index.html 
17 ONU, ALTO COMISICIONADO PARA LOS DERECHOS HUMANOS, Compilación de Derecho 
Penal Internacional: el Estatuto de Roma y otros instrumentos de la Corte Penal Internacional. 
Bogotá: Edición: Maria José Díaz granados, 2003. p. 211-309. 
3. ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
 
La estructura abarca a la Corte y a una Asamblea de Estados Partes. 
 
3.1 LA CORTE 
 
 Tendrá su sede en la Haya, Holanda y se encuentra compuesta por dieciocho 
magistrados que son nombrados para un periodo de nueve años, y son designados 
en razón de sus atributos personales, profesionales y morales, por su experiencia y 
relación con actividades judiciales, excelente conocimiento y dominio de uno de los 
dos idiomas de trabajo de la Corte, el inglés y el francés, con base en los principios 
tradicionales de representar a los principales sistemas jurídicos del mundo, la 
distribución geográfica equitativa y un criterio nuevo que honra a los propios trabajos 
de Naciones Unidas sobre la mujer, representación equilibrada de magistrados 
mujeres y hombres. Los magistrados son designados por la Asamblea de Estados 
Partes y cumplen un régimen de dedicación exclusiva, con la exclusión de 
desempeñar otros cargos. Se advierte un dato favorable. En la Corte Internacional 
de Justicia, los jueces son designados por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, y aun cuando no es una cuestión prevista estatutariamente, los miembros 
permanentes del Consejo de Seguridad siempre han tenido un juez de su 
nacionalidad. En el caso de la Corte Penal, es una Asamblea propia la que hará las 
designaciones y se alivia de esta suerte la influencia del Consejo de Seguridad. 
La Corte tiene una Presidencia, integrada por un presidente y dos vicepresidentes. 
Cuenta con tres secciones, de Apelaciones, de Primera Instancia y una de 
Cuestiones Preliminares que es la que decide dictar una orden de detención o de 
comparecencia contra algún presunto responsable, a petición del fiscal. 
 3.2 El FISCAL 
 
La fiscalía es un órgano separado de la Corte y actúa respecto a ella en forma 
independiente. Se integra con un fiscal y fiscales adjuntos. Su nombramiento es 
también a título personal y deberá ser elegido en votación secreta por los miembros 
de la Asamblea de los Estados Partes. Ocupa igualmente su cargo por nueve años 
y en el área de la competencia profesional se le exige extensa experiencia práctica 
en el ejercicio de la acción penal o la sustanciación de causas penales. Al igual que 
a los jueces se le solicita un excelente conocimiento y dominio del inglés o el 
francés. A la fiscalía compete la realización de las investigaciones a través de una 
compleja red institucional que involucra a la Corte, particularmente la Sección de 
Cuestiones Preliminares y aun a la Asamblea de Estados Partes. 
 
3.3 LA SECRETARÍA  
 
Está encargada de llevar los aspectos no judiciales de la administración de la Corte. 
Se encuentra integrada por un secretario y un secretario adjunto. A diferencia de la 
designación de los magistrados que proviene de la Asamblea de Estados Partes, 
ésta ocurre por los magistrados en votación secreta por mayoría absoluta. Cumplen 
un periodo de cinco años con una posible reelección 
 
3.4 LA ASAMBLEA  
 
El estatuto prevé la instauración de una Asamblea de los Estados Partes. Cada 
Estado parte tendrá un representante en la Asamblea y tendrá un solo voto, pero es 
objetivo de política que sus decisiones se adopten por consenso. Para las 
cuestiones de fondo se requiere en todo caso una mayoría de dos tercios de los 
miembros presentes y votantes, y las decisiones sobre cuestiones de procedimiento 
se adoptarán por mayoría simple de los Estados presentes y votantes. Celebrará 
una sesión ordinaria al año con la posibilidad de verificar sesiones extraordinarias. 
Una nota distintiva respecto a la Corte, es que los idiomas de trabajo de la Asamblea 
son los idiomas oficiales y de trabajo de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. 
La Asamblea guarda diversas atribuciones en materia de supervisión respecto de la 
Presidencia, el fiscal y la Secretaría, en el ámbito presupuestario, además de las 
contenidas en el estatuto sobre designación de magistrados y adopción de 
regulaciones para la Corte. 
Para el ejercicio de sus funciones, la Corte Penal Internacional se estructura en tres 
Salas: 
 
3.4.1 SALA DE CUESTIONES PRELIMINARES 
 
Está formada por tres jueces. Dicha sala tendrá por objeto el control 
jurisdiccional durante la etapa instructora. Entre sus funciones, merece 
destacarse la facultad de autorizar al fiscal a iniciar una investigación y la de 
confirmar el pedido de procesamiento presentado por el fiscal. El 
establecimiento de la misma, que se origina en una propuesta argentino-
alemana constituye una suerte de compromiso entre el esquema adversarial 
del derecho anglosajón, en el que el fiscal lleva adelante la investigación, y 
la figura continental del juez de instrucción.  
 
 3.4.2 SALA DE JUICIO 
Está formada por tres jueces, y tendrá a su cargo la sustanciación del juicio. 
La parte seis del Estatuto prevé las disposiciones correspondientes a dicha 
etapa, estableciendo los derechos del acusado y las diligencias probatorias 
que pueden practicarse. La mencionada parte incluye, entre otras 
disposiciones, la protección de las víctimas y los testigos en los 
procedimientos (Artículo sesenta y ocho) y los delitos contra la administración 
de la justicia (Artículo  setenta). Asimismo, establece un procedimiento 
especial para la protección de información relevante para la seguridad 
nacional (Artículo setenta y uno). 
 
3.4.3. SALA DE APELACIONES 
 
Está formada por seis jueces. Tendrá como función sustanciar los recursos 
de apelación y de revisión previstos en el artículo ochenta del Estatuto. 
También tendrá la facultad de revisar las decisiones respecto de jurisdicción 
o admisibilidad o respecto de la libertad del imputado, dispuestas por la Sala 
de Cuestiones Preliminares “artículo ochenta y uno”18. 
 
 
3.5 Obligaciones de Los Estados Parte. 
 
                     A los Estados que son Parte del Estatuto se les exige que apoyen 
plenamente a la Corte y colaboren con él en todas las etapas de su trabajo y que 
respeten las normas internacionales relativas a los derechos de las víctimas, los 
                                            
18 Disponible en Internet. http://www.apcpsen.arg.ar/aportes/corte. 
 
sospechosos y los acusados que participan en las investigaciones, las acciones 
judiciales y los juicios. “Si un Estado Parte se niega a cumplir con una solicitud de 
cooperación, la Asamblea de Estados Parte o el Consejo de Seguridad pueden 
revisar el asunto”19. 
  
4. JURISDICCION DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
 
Para llevar a cabo una correcta función, la Corte Penal Internacional  ha dividido la 
jurisdicción en varias ramas, las cuales son las siguientes: 
 
4.1 JURISDICCIÓN RATIONAE LOCI 
 
La Corte es competente para juzgar los crímenes cometidos en el territorio de un 
Estado Parte y los cometidos en cualquier lugar por nacionales de un Estado Parte. 
Sin embargo, existe la posibilidad de que la Corte pueda juzgar crímenes cometidos 
en el territorio de Estados que no son parte de su Estatuto o por nacionales del 
Estado en cuestión en dos supuestos previstos en el artículo catorce20.  
Sin embargo, no es realista pensar que Estados que no son parte en el Estatuto de 
la Corte Penal Internacional acepten su jurisdicción y, por otro lado, la posibilidad 
de que el Consejo de Seguridad someta casos a la Fiscalía está limitada a casos 
                                            
19 Preguntas y Respuestas sobre el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional,  disponible en Internet: 
http://www.onu.org/temas/derint/cpi/cpi2.htm. 
 
20 Disponible en Internet: http:// www nizkor.convencion.onu/estatuto/articulo.14 
 
de extrema gravedad y en los que no estén involucrados directamente alguno de 
los cinco miembros permanentes con derecho de veto.  
4.2 JURISDICCIÓN RATIONAE PERSONAE 
Con relación a las personas que pueden ser enjuiciadas por la Corte, éstas deben 
cumplir los siguientes requisitos: Primero ser persona física, en consecuencia, las 
personas jurídicas no pueden ser juzgadas por la Corte. Segundo,  Ser mayor de 
dieciocho años. 
Tercero,  No haber sido juzgado anteriormente por el mismo delito (non bis in ídem), 
salvo que el juicio en cuestión tuviera la finalidad de proteger a la persona de 
responsabilidad criminal por crímenes sometidos a la jurisdicción de la Corte o que 
el juicio no se hubiera desarrollado de forma independiente e imparcial con arreglo 
a las normas del derecho internacional. 
Por otra parte, el Estatuto se aplica a toda persona con independencia de su cargo. 
En particular, la inmunidad bajo el derecho nacional o internacional de los jefes de 
Estado o de Gobierno, miembros de un Gobierno o Parlamento no impedirán a la 
Corte ejercer su jurisdicción. 
En lo relativo al cargo de los presuntos criminales, el Estatuto regula la 
responsabilidad penal de los jefes, distinguiendo entre superiores militares y civiles. 
Para los primeros, establece su responsabilidad penal cuando se den estas dos 
condiciones:  
Primero,  haber sabido o, en razón de las circunstancias, haber debido saber que 
sus fuerzas estaban cometiendo o pretendían cometer crímenes; 
segundo, no haber adoptado medidas razonables para prevenirlos o reprimirlos o 
para poner el asunto a disposición de las autoridades para su investigación. 
Para los superiores civiles, en cambio, su responsabilidad penal es más estricta, 
debiendo darse estos tres requisitos: 
Tener autoridad y control efectivo sobre las personas y las actividades que se 
constituyan en crímenes; 
 Haber tenido conocimiento o haber hecho deliberadamente caso omiso de 
información que indicase claramente que sus subordinados estaban cometiendo 
esos crímenes o se proponían cometerlos; 
No haber adoptado medidas razonables para prevenirlos o reprimirlos o para poner 
el asunto a disposición de las autoridades para su investigación. 
 
4.3 JURISDICCIÓN RATIONAE TEMPORIS  
 
La Corte sólo tiene jurisdicción respecto a los crímenes cometidos con posterioridad 
a la entrada en vigor del Estatuto o con posterioridad a la fecha en que el Estatuto 
entra en vigor para un Estado. Sin embargo, se permite a los Estados excluir la 
competencia de la Corte sobre los crímenes de guerra cometidos en su territorio o 
por sus ciudadanos durante un período no renovable de siete años después de la 
entrada en vigor del Estatuto con respecto al Estado en cuestión, con lo cual, el 
papel de la Corte puede quedar desvirtuado, aunque dudamos que haya Estados 
que hagan uso de esta opción. 
4.4 JURISDICCIÓN RATIONAE MATERIAE 
La Corte es competente para juzgar una serie de crímenes que, por su importancia 
y amplitud. No obstante, sí nos interesa subrayar aquí que, al ratificar el Estatuto, 
los estados aceptan ipso facto la jurisdicción de la Corte sobre todos los crímenes 
previstos en el mismo, sin que los Estados puedan introducir reserva alguna o 
declarar que sólo aceptan la jurisdicción de la Corte respecto a determinados 
crímenes. La única excepción a esta regla general es la cláusula de exclusión 
prevista en el artículo ciento veinticuatro.  
5. CRÍMENES SOMETIDOS A LA JURISDICCIÓN DE LA CORTE 
El artículo cinco del Estatuto afirma que la Corte extenderá su jurisdicción sobre "los 
más graves crímenes que conciernen a la comunidad internacional en su 
conjunto"21, entendiendo por tales el crimen de genocidio, los crímenes contra la 
humanidad y los crímenes de guerra, así como la agresión. No obstante, la Corte 
sólo podrá ejercer su competencia sobre la agresión cuando se haya modificado el 
Estatuto, lo cual es muy difícil de lograr. 
En relación con estos crímenes son responsables criminalmente los autores, 
quienes ordenan, solicitan o inducen a cometerlos; quienes facilitan o colaboran en 
su ejecución y, en el caso del genocidio, quienes incitan directa y públicamente a 
otros a cometerlo. Por otra parte, existe responsabilidad criminal por la consumación 
del crimen y por la tentativa de cometerlo, salvo que quien intente cometer un crimen 
abandone completamente y voluntariamente su intento. 
 
5.1 EL CRIMEN DE GENOCIDIO 
 
La definición de genocidio que ofrece el Estatuto  es la misma contenida en la 
Convención para la prevención y la represión del crimen de genocidio del nueve de 
diciembre de mil novecientos cuarenta y ocho, que define este crimen como un 
conjunto de actos cometidos con la intención de destruir en todo o en parte un grupo 
nacional, étnico, racial o religioso. Al optarse por esta transcripción de la Convención 
de mil novecientos cuarenta y ocho, se ha desaprovechado la oportunidad de 
ampliar su definición de forma que abarque otros grupos como los sociales o los 
ideológicos. 
                                            
21 disponible en Internet: http: // www.un.org/law/icc/index.html 
 
El crimen de genocidio se caracteriza por dos elementos: uno subjetivo, consistente 
en la voluntad de destruir total o parcialmente uno de los grupos humanos 
enumerados y, otro objetivo, consistente en la comisión de alguno de estos actos, 
tanto en tiempo de paz como de guerra:  matar miembros del grupo, atentar 
gravemente a la integridad física o mental de miembros del grupo, someter 
intencionalmente al grupo a condiciones de existencia que ocasionen su destrucción 
física total o parcial, medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo,  
transferencia forzosa de niños de un grupo a otro. 
5.2 LOS CRÍMENES CONTRA LA HUMANIDAD 
Los actos que constituyen crímenes contra la humanidad, son los siguientes:  
homicidio o asesinato; exterminio;  esclavitud; deportación o transferencia forzosa 
de población; encarcelamiento u otra privación severa de la libertad en violación 
de normas fundamentales de derecho internacional; tortura; violación, esclavitud 
sexual, prostitución, embarazo o esterilización forzosa u otra forma de violencia 
sexual de comparable gravedad;  persecución contra un 
 
grupo o colectividad identificable fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, 
étnicos, culturales, religiosos, de género u otros motivos en conexión con alguno de 
los crímenes sometidos a la jurisdicción de la Corte Penal Internacional;  
desaparición forzada de personas; el crimen de apartheid, consistente en la 
comisión de actos inhumanos de naturaleza similar a los anteriores cometidos en el 
contexto de un régimen institucionalizado de sistemática opresión y dominación por 
un grupo racial sobre otro grupo o grupos raciales y cometidos con la intención de 
mantener ese régimen; otros actos inhumanos de carácter similar que causen 
intencionalmente grandes sufrimientos a la salud mental o física.  
 
5.3 LOS CRÍMENES DE GUERRA 
 La jurisdicción de la Corte se extenderá "en particular" cuando los crímenes de 
guerra sean cometidos como parte de un plan o política o como parte de la comisión 
a gran escala de tales crímenes.  Esto  no impone una nueva limitación a la Corte, 
deja claro que el objetivo es dar prioridad a los actos más graves. 
Crímenes de guerra cometidos en conflictos armados internacionales 
El primer grupo de crímenes lo constituyen los siguientes actos contra personas o 
bienes protegidos por estos convenios: homicidio intencionado; tortura o tratos 
inhumanos, incluidos experimentos biológicos; causar conscientemente grandes 
sufrimientos o graves atentados a la integridad física o a la salud; destrucción y 
apropiación masiva de bienes no justificada por necesidades militares y ejecutadas 
de manera ilícita y arbitraria; obligar a un prisionero de guerra u otra persona 
protegida a servir en las fuerzas de una potencia enemiga; privar intencionadamente 
a un prisionero de guerra u otra persona protegida de los derechos a un juicio regular 
e imparcial; deportación o transferencia ilegal o confinamiento ilegal; toma de 
rehenes22. 
En cuanto a los crímenes consistentes en otras violaciones graves de las leyes y 
las costumbres de la guerra, se han clasificado de esta forma:  
Crímenes contra personas protegidas en poder del enemigo o del ocupante: realizar 
mutilaciones físicas o experimentos médicos o científicos de cualquier clase que no 
estén justificados por un tratamiento médico, dental u hospitalario de la persona 
afectada y que causan la muerte o grave peligro para la salud de la persona en 
cuestión; declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un tribunal los 
derechos y acciones de los nacionales del Estado enemigo; obligar a los nacionales 
del Estado enemigo a combatir directamente contra su propio país; cometer 
atentados contra la dignidad personal, en particular tratos humillantes y 
                                            
22 disponible en Internet:tp://www.publicaciones.derecho.org/redp/N@umero_13_septiembre_de_2002 
 
degradantes; cometer violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, 
esterilización forzada u otra forma de violencia sexual que constituya una grave 
violación de los convenios de Ginebra; alistar o llamar a filas a niños de menos de 
quince años en las fuerzas armadas nacionales o hacer que tomen parte directa en 
las hostilidades. 
Empleo de métodos de guerra prohibidos por el derecho internacional: matar o herir 
a combatientes que han depuesto las armas; hacer uso indebido de las banderas 
de tregua, de la bandera o insignia militar o uniforme del enemigo o de Naciones 
Unidas y de los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra (Cruz Roja, 
Media Luna Roja y Sol y León Rojos) con resultado de muerte o heridas graves; 
matar o herir a traición a personas pertenecientes al país o al ejército enemigo; 
declarar que no se dará cuartel; destruir o confiscar los bienes del enemigo, a no 
ser que responda a necesidades imperiosas de la guerra; emplear armas 
venenosas, gases asfixiantes o venenosos y líquidos o materiales análogos; balas 
que se abran o aplasten fácilmente en el cuerpo humano y, en fin, otras armas que 
provoquen sufrimientos innecesarios y que se incluyan en un anexo al Estatuto por 
medio de una enmienda; utilizar la presencia de civiles u otras personas protegidas 
como escudos humanos; utilizar el hambre de civiles como medio de guerra 
privándoles de los bienes indispensables para su supervivencia.  
Ataques intencionados contra objetivos no militares: ataques contra la población 
civil como tal o contra civiles que no tomen parte en las hostilidades; ataques contra 
bienes que no son objetivos militares; ataques contra personas o bienes 
involucrados en la asistencia humanitaria o en misiones de mantenimiento de la paz; 
ataques con conocimiento de que van a causar incidentalmente muertes y heridas 
a civiles, o daños a bienes de carácter civil, o daños severos al medio ambiente que 
sean claramente excesivos en relación con la ventaja militar general concreta y 
directa prevista; ataques o bombardeos de ciudades o edificaciones que están 
indefensos y no constituyan objetivos militares; ataques contra edificios dedicados 
a la religión, educación, arte o fines caritativos, monumentos históricos, hospitales 
y lugares donde halla enfermos y heridos, siempre que no sean objetivos militares; 
pillaje de una ciudad o lugar; ataques contra edificios, materiales, unidades y 
transportes médicos y personal que emplee los emblemas distintivos de los 
Convenios de Ginebra de acuerdo con el derecho internacional23. 
Igualmente, la exigua lista de armas prohibidas no cuenta con una cláusula que 
abarque todas las armas que provoquen sufrimientos innecesarios y los posibles 
añadidos se subordinan a una enmienda del Estatuto. De esta forma, la Corte no 
podrá juzgar como un crimen autónomo la utilización de armas nucleares, químicas 
o bacteriológicas, explosivos, etc. No obstante, esta lamentable laguna es 
fácilmente subsanable, pues la utilización de este tipo de armas puede calificarse 
sin dificultad como un homicidio intencionado de personas protegidas, causar a 
propósito grandes sufrimientos a la integridad física o a la salud de personas 
protegidas o un ataque que causa pérdidas civiles incidentales claramente 
excesivas.  
 
5.4 CRÍMENES DE GUERRA COMETIDOS EN CONFLICTOS ARMADOS INTERNOS 
En cuanto a los conflictos armados internos, el Estatuto distingue entre violaciones 
graves del artículo tres común a los Convenios de Ginebra y entre otras violaciones 
graves de las leyes y costumbres de la guerra.  
La primera categoría de crímenes comprende los siguientes actos cometidos contra 
personas que no toman parte activa en las hostilidades, incluyendo miembros de 
las fuerzas armadas que han depuesto sus armas y aquellos que han quedado fuera 
de combate por enfermedad, heridas, detención o cualquiera otra causa: los 
atentados a la vida y a la integridad corporal, en particular homicidios de cualquier 
tipo, mutilaciones, tratamientos crueles y tortura; los atentados contra la dignidad 
personal, en particular tratos inhumanos y degradantes; la toma de rehenes;  las 
condenas dictadas y sentencias ejecutadas sin juicio previo, emitido por un tribunal 
                                            
23 disponible en Internet: http://www.tourolaw.edu/publication/internationallawrev/vol6/part5.html 
 
regularmente constituido, provisto de garantías judiciales reconocidas generalmente 
como indispensables.  
La segunda categoría de crímenes comprende los siguientes actos: 
5.4.1 Crímenes contra personas protegidas en poder del enemigo: ordenar el 
desplazamiento de la población civil por razones relativas al conflicto, a no ser que 
así lo exijan la seguridad de los civiles razones militares imperiosas; someter a una 
persona en poder de la otra parte del conflicto a mutilación física o a experimentos 
médicos o científicos que no estén justificados por un tratamiento médico, dental u 
hospitalario de la persona afectada ni en su interés y que cause la muerte o graves 
peligros para su salud; cometer violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, 
embarazo forzado o cualquier otra forma de violencia sexual que constituya una 
violación de los Convenios de Ginebra; llamar a filas o alistar a niños menores de 
quince años en las fuerzas armadas nacionales o hacer que tomen parte directa en 
las hostilidades. 
5.4.2 Empleo de métodos de guerra prohibidos por el derecho internacional: 
matar o herir a traición a un combatiente enemigo; declarar que no se dará cuartel; 
destruir o confiscar los bienes del enemigo a no ser que responda a necesidades 
imperiosas del conflicto. 
5.4.3 Ataques intencionados contra objetivos no militares: ataques contra la 
población civil; ataques intencionados contra edificios, material, unidades médicas 
y transportes de quienes usen los emblemas distintivos de los Convenios de 
Ginebra de conformidad con el derecho internacional; ataques contra personas o 
bienes involucrados en asistencia humanitaria o en misiones de mantenimiento de 
la paz; ataques contra edificios dedicados a la religión, educación, arte, ciencia o 
fines caritativos, monumentos históricos, hospitales y lugares donde se encuentran 
enfermos, siempre que no sean objetivos militares; pillaje de una ciudad o lugar. 
Como puede apreciarse, esta lista de crímenes es sensiblemente inferior a la de los 
crímenes cometidos en conflictos armados internacionales, en consecuencia, la 
Corte no podrá juzgar hechos como la utilización de armas prohibidas, la inanición 
de la población civil, la utilización de personas protegidas como escudos humanos, 
etc. cuando sean cometidos en conflictos armados internos24. 
 
6. LA JURISDICCION DE LOS ESTADOS 
 
 
Evaluar el impacto del estatuto de Ia CPI hace necesario recordar, por un lado, 
cuáles son los principios referidos a Ia territorialidad y extraterritorialidad de Ia Iey 
penal y Ia jurisdicción penal de los Estados; y por otro, los principios de cooperación 
internacional en Ia Identificación, detención, extradición y castigo de los culpables 
de crímenes de guerra o de crímenes de lesa humanidad. 
 
 
6.1 PRINCIPIO DE TERRITORIALIDAD 
 
 
Por este, los tribunales del lugar del crimen pueden ejercer jurisdicción. Ante un 
crimen, tiene ventajas practicas, incluyendo Ia conveniencia del foro y Ia presunta 
complicación de los intereses del Estado donde el crimen fue cometido25; la 
territorialidad penal no es un principio absoluto del derecho internacional y de 
ninguna manera coincide con Ia soberanía territorial. Este parecer está corroborado 
por Ia práctica judicial de los Estados ante crímenes internacionales como por 
ejemplo, en el Caso Pinochet “donde varios Estados ejercieron jurisdicción”26. 
 
                                            
24 DEOP, Xavier, La Corte Penal Internacional: Un nuevo instrumento internacional contra la Impunidad,  
disponible en Internet http://www.cidob.org/Castellano/Publicaciones/Afers/51-52deop.html. 
 
25 BROWNLIE, William.  Principios de la Ley Internacional. Oxford Editorial: University Press, 1999. p. 303. 
 
26 BANTEKAS, George. La Aplicación de la Ley Internacional en el caso Pinochet.  Barbosa Editorial 
Internacional, 1999. p. 119-129. 
 
 6.1.1 Principios referidos a la Extraterritorialidad de La Jurisdicción Y del 
Derecho Penal de Los Estados 
 
 
              6.1.1.1 Principio de pabellón 
 
Este principio está emparentado al principio de territorialidad (teoría del territoire 
flottant). A su tenor, el Estado cuyo pabellón ostenta un barco en Ia navegación 
marítima o en aguas interiores, o a cuyo amparo se registra una aeronave, puede 
someter a su poder punitivo las acciones realizadas a bordo del buque o aeronave, 
incluso si el hecho fuera cometido por un extranjero o en espacios de soberanía 
extranjera o sobre el mismo o en alta mar o sobre Ia misma. Este se presenta 
adecuado para ejercer jurisdicción sobre ataques a prisioneros de guerra o civiles 
perpetrados en el “territoire flottant” de los Estados y transporte de esclavos o armas 
destinadas a perpetrar crímenes internacionales. 
 
 
       6.1.1.2 Principio activo de personalidad o de nacionalidad 
 
 
              La nacionalidad, como señal de obediencia y aspecto de Ia soberanía, 
también es generalmente reconocida como base para ejercer jurisdicción sobre 
actos realizados fuera del territorio nacional. La aplicación de este principio puede 
prolongarse por Ia dependencia que puede darse en razón de Ia residencia y otras 
conexiones como Ia obediencia debida por extranjeros y también por ignorancia de 
cambios de nacionalidad. Por otro lado, con los principios de territorialidad y 
nacionalidad y Ia incidencia de Ia doble nacionalidad, se crea una jurisdicción 
paralela y se posibilita un doble peligro. En alguna ocasión, Ia nacionalidad 
proporciona un criterio necesario donde el principio de territorialidad es inapropiado, 
como para crímenes cometidos en lugares como la Antártida. 
             6.1.1.3 Principio de personalidad pasiva 
 
                        
                     Este principio habilita a los Estados para ejercer jurisdicción en 
relación con personas que, situadas en el territorio de otro Estado, han causado 
perjuicios a los derechos o intereses jurídicos de un nacional del Estado que 
reclama competencia y que se encuentra también fuera de su territorio. Conocido 
también con el  nombre de principio real o el de protección de intereses, es asumido 
por el derecho de los Estados, como Suiza (Art. 5 del Código penal), Alemania 




              6.1.1.4 Principio aut dedere aut iudicare 
 
 
                        El principio aut dedere aut iudicare está íntimamente relacionado con 
Ia extradición y plantea Ia disyuntiva de extraditar o juzgar (try or surrender). 
La extradición es un proceso por el que un Estado decide Ia entrega de una persona 
(extraditurus) a otro Estado que la solicita. Principalmente es una institución de 
derecho procesal referida a una actividad judicial aunque dentro del procedimiento 
hay algunas actividades extrajudiciales, como Ia intervención de cada Ministerio de 
asuntos exteriores,  y su resultado puede ser favorable o Ia denegación.  
 
 
La denegación puede obedecer a múltiples razones, como falta de convenio 
(donde entraría en juego el principio de reciprocidad), al principio de no extradición 
de nacionales, a que en el Estado solicitante no existieran las debidas garantías 
para un proceso justo, o se pudieran imponer penas contrarias a obligaciones 
válidamente asumidas por el Estado requerido, e incluso a razones políticas. En 
atención a este principio, los responsables de crímenes especialmente graves 
quedan sometidos a Ia justicia, previéndose el enjuiciamiento y castigo efectivos de 
esas personas por una jurisdicción competente. 
 
 
          6.1.1.5 Principio de jurisdicción universal 
 
 
                       Bajo este principio, cualquier Estado tiene jurisdicción sobre ofensas 
a los intereses de la comunidad internacional cual sea el lugar donde se haya 
cometido el crimen y cual sea Ia nacionalidad de Ia victima y de su agresor 
(competencia del iudex deprehensionis). Su origen remonta a las concepciones 
iusnaturalistas de los teólogos y juristas españoles de los siglos XVI y XVII. 
especialmente de COVARRUBIAS y SUAREZ, que desarrollaría luego GROCIO, 
para el cual los crímenes (que distingue de los delitos y contravenciones) constituían 
una violación del derecho natural que rige Ia societas generis humanis. Su prota-
gonismo es notorio desde el final de Ia segunda guerra mundial y, como explica Ia 
Sentencia de Ia Corte de Apelaciones de Columbia del 31 de octubre de 1985 (Caso 
Demjanjuk), está basado en Ia asunción de que algunos crímenes son 
universalmente condenados, ya que sus perpetradores son enemigos de todos los 
pueblos. Cualquier nación que los tenga a su alcance debe castigar actuando en 
nombre de las demás naciones. 
 
En efecto, el derecho comparado se observa una práctica legislativa de los 
Estados que permite a sus tribunales ejercer jurisdicción universal sobre los 
crímenes en cuestión, como por ejemplo ocurre con La legislación de España (Art. 
23.4 Ley Orgánica del Poder Judicial), Alemania (parágrafo 6 del código penal), 
Bélgica (Art. 7 de Ia Ley de 16 de julio de 1993), Portugal (Art. 5 del Código penal), 
Perú (Art. 2.5 del Código Penal), Brasil (Art. 7.I.d del Código penal), o Francia (Art. 
689 del Código de Procedimiento Penal), Costa de Marfil del Código Penal) Canada 
(Art. 7.3.71 del Código penal), Italia (Art. 7.5 del Código penal),. Art. 137 entre otras 
  
                6.1.1.6 los Principios de Cooperación Internacional en Ia 
Identificación Detención, Extradición y Castigo de Los Culpables de Crímenes 
de Guerra o de Crímenes de Lesa Humanidad (PCIIDEC) 
 
                         Los PCIIDEC fueron proclamados por Ia Resolución 3074 (XXVIII) 
de Ia Asamblea General de Naciones Unidas del 3 de diciembre de 1973 y son los 
siguientes: 
 
                      
             6.1.1.6.1 principio I:  
 
                            Los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad, 
dondequiera y cualquiera que sea Ia fecha en que se hayan cometido, serán objeto 
de una investigación, y las personas contra las que existen pruebas de culpabilidad 
en Ia comisión de tales crímenes serán buscadas, detenidas, enjuiciadas y, en caso 
de ser declaradas culpables, castigadas. 
 
    6.1.1.6.2 principio II:  
 
                      Todo Estado tiene el derecho de juzgar a sus propios nacionales por 
crímenes de guerra o crímenes de lesa humanidad. 
 
            6.1.1.6.3 principio Ill:  
 
 
                       Los Estados cooperarán bilateral y multilateralmente para reprimir y 
prevenir los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad y tomarán todas 
las medidas internas e internacionales necesarias a ese fin”. 
 
            6.1.1.6.4 principio IV:  
  
                        Los Estados se prestarán mutua ayuda a los efectos de Ia 
identificación, detención y enjuiciamiento de los presuntos autores de tales 
crímenes y en caso de ser declarados culpables, de su castigo. 
 
 
            6.1.1.6.5 principio V:  
 
 
                       Las personas contra las que existan pruebas de culpabilidad en Ia 
comisión de crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad serán enjuiciadas 
y, en caso de ser declaradas culpables, castigadas, por lo general en los países 
donde se hayan cometido esos crímenes. A este respecto, los Estados cooperarán 
entre si en todo lo relativo a Ia extradición de esas personas. 
 
          6.1.1.6.6 principio VI:  
 
 
                       Los Estados cooperarán mutuamente en Ia compilación de 
informaciones y documentos relativos a Ia investigación a fin de facilitar el 
enjuiciamiento de las personas a que se refiere el párrafo  5 supra (PRINCIPIO V) 
e intercambiarán tales informaciones. 
 
 
            6.1.1.6.7 principio VII  
 
  
                  De conformidad con el articulo 1 de Ia declaración sobre el asilo 
territorial, de 14 de diciembre de 1967, los Estados no concederán asilo 
 
 a ninguna persona respecto de Ia cual existan motivos fundados para considerar 




            6.1.1.6.8 principio VIII:  
                 Los Estados no adoptaran disposiciones legislativas ni tomarán medidas 
de otra índole que puedan menoscabar las obligaciones internacionales que hayan 
contraído con respecto a Ia identificación, Ia detención, Ia extradición y el castigo 
de los culpables de crímenes de guerra o de crímenes de lesa humanidad. 
 
           6.1.1.6.9 principio IX:  
 
                    Al cooperar para facilitar Ia identificación, Ia detención, Ia extradición y, 
en caso de ser reconocidas culpables, el castigo de las personas contra las que 
existan pruebas de culpabilidad en Ia ejecución de crímenes de guerra o de 
crímenes de lesa humanidad, los Estados se ceñirán alas disposiciones de Ia Carta 
de las Naciones Unidas y a Ia Declaración sobre los principios de Derecho 
internacional referentes a las relaciones de amistad y a Ia cooperación entre los 





                                            
27 Disponible en Internet: http:// www nizkor.convencion.onu/estatuto/ 
 
7.  ALTERNATIVAD DE FOROS JURSDICCIONALES 
 
 
“La jurisdicción de los Estados implica una pluralidad de penas a aplicar según cual 
sea el Estado que ejerza jurisdicción”28. Esto plantea una trasgresión del principio 
de igualdad en Ia medida en que los responsables de crímenes internacionales 
puedan presentarse al foro de su elección, pudiendo elegir entre los Estados que 
tengan penas más favorables, mayores beneficios penitenciaros o un poder judicial 
manipulable. Esta pluralidad jurisdiccional no solo es un beneficio para los 
responsables sino que también puede jugar en su contra: cabe la posibilidad de que 
también ejerza jurisdicción un Estado cuya legislación penal contemplara Ia pena 
de muerte o donde no existan garantías para un debido proceso. Nos preguntamos 
si el   derecho internacional puede  permitir esto. 
 
8. INADMISIBILIDAD DE UN ASUNTO  NOM BIS IDEM 
 
 
En sintonía con el principio de complementariedad, el estatuto dispone que Ia CPI 
no ejercerá jurisdicción declarando inadmisible un asunto; que enunciaremos de la 
siguiente manera: a) cuando esté investigando o el proceso se esté celebrando en 
el Estado que tiene jurisdicción sobre él, salvo que tal Estado no esté dispuesto a 
investigar o procesar o si realmente no pudiera hacerlo; b) cuando el asunto haya 
sido investigado por el Estado que tenga jurisdicción sobre él y tal haya decidido no 
incoar acción penal contra la persona de que se trate, salvo que Ia decisión haya 
obedecido a que este no esté dispuesto a procesar o no pueda realmente hacerlo; 
c) cuando Ia persona de que se trate haya sido ya enjuiciada por Ia conducta a que 
se refiere Ia denuncia y Ia CPI no pueda procesarle por tratarse de cosa juzgada; o 
d) cuando el asunto no revista gravedad (Art. 17.1 )29. 
                                            
28 SEMINARIO INTERNACIONAL , Corte Penal Internacional Instrumento de Paz para Colombia, Bogotá: 
Editorial  fundación país libre, 23 sep  2003. p. 16-17 
 
29 Disponible en Internet: http:// www nizkor.convencion.onu/estatuto/ 
 En conexión con esto, el Art. 20.3 del Estatuto de Ia CPI señala que no se procesará 
a nadie que lo haya sido par otro tribunal en razón de genocidio, crímenes de guerra 
y de lesa humanidad a menos que el proceso en el otro tribunal: a) obedeciera al 
propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad penal par crímenes de Ia 
competencia de Ia CPI; o b) no hubiere sido instruido en forma independiente o 
imparcial de conformidad con las debidas garantías procesales reconocidas por el 
derecho internacional o lo hubiere sido de alguna manera que, en las circunstancias 
del caso, fuere incompatible con Ia intención de someter a Ia persona a Ia acción 
de Ia justicia. 
 
9. ETAPA PROCESAL 
 
En cuanto a la etapa procesal, es importante referirnos en el desarrollo de la 
investigación  su inicio y desarrollo corresponde a la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional, la cual puede investigar las denuncias de crímenes no sólo a partir de 
la información sometida por el Consejo de Seguridad y los Estados partes, sino 
también con datos procedentes de víctimas, organizaciones no gubernamentales o 
cualquier otra fuente fiable.  
Antes de iniciar una investigación, la Fiscalía debe analizar la seriedad de la 
información recibida y puede buscar información adicional. Tras este análisis 
preliminar, la Fiscalía puede llegar a dos opciones:  
Primero, que no existen motivos para proceder con una investigación, en cuyo caso 
debe informar de la decisión tomada a la fuente de la información original. No 
obstante, la Fiscalía puede reconsiderar su decisión a la luz de nuevos hechos o 
evidencias. 
                                            
 
Segunda, que existe una base razonable para iniciar una investigación. En este 
caso, la Fiscalía debe solicitar a la Sala de primera instancia una autorización para 
investigar, junto con el material de apoyo recogido. Si la Sala no autoriza la 
investigación, la fiscalía puede volver a solicitarla basándose en nuevos hechos o 
pruebas relativos a la misma situación.  
Cuando se somete por primera vez una situación a la Corte, la fiscalía tiene que 
notificar a todos los Estados que ejercerían normalmente la jurisdicción su intención 
de proceder con una investigación, pudiendo esta información ser limitada cuando 
ello sea necesario para la protección de testigos, para evitar la destrucción de 
pruebas o la ocultación de personas. 
Tras recibir la noticia, cualquier Estado (sea o no parte del Estatuto) dispone de un 
mes para informar a la Corte de que está investigando o ha investigado los crímenes 
en cuestión o que ha decidido no proceder con un enjuiciamiento, a no ser que la 
decisión de no enjuiciar se deba a la incapacidad o a la falta de voluntad del mismo. 
En estos supuestos, la fiscalía debe dejar la investigación en manos del Estado, a 
no ser que la sala de cuestiones preliminares decida autorizar la investigación. De 
todas formas, aunque la fiscalía abandone la investigación, dispone de dos medios 
para asegurarse de la voluntad del Estado de investigar los crímenes, a saber: 
Está legitimada para solicitar al Estado afectado información sobre las 
investigaciones que lleva a cabo, estando los Estados obligados a responder sin 
dilación a sus solicitudes. 
Los jueces pueden permitir que la Fiscalía adopte medidas para salvaguardar 
pruebas cuando sólo hay una oportunidad de obtenerlas o existe el riesgo de que 
en otro momento puedan no estar disponibles. 
La decisión de la fiscalía de dejar la investigación a un Estado afectado, puede ser 
revisada después de seis meses o en cualquier momento si aprecia falta de voluntad 
o incapacidad del Estado para llevar a cabo una verdadera investigación, pudiendo 
el Estado afectado recurrir esta decisión.  
Si la sala de cuestiones preliminares autoriza el inicio de una investigación, esta 
decisión puede ser recurrida por una persona acusada, cualquier Estado 
que tenga competencia sobre el caso que se está investigando o procesando y el 
Estado donde se haya cometido el crimen o el de la nacionalidad del acusado. 
Mientras la investigación está suspendida a la espera de la decisión de la Corte, los 
jueces pueden permitir que la fiscalía adopte medidas para salvaguardar pruebas. 
Si la Corte decide que es inadmisible, la fiscalía puede solicitar la revisión de la 
decisión cuando considere que han aparecido nuevos datos que desmienten los 
motivos que justificaron la anterior decisión de inadmisibilidad. 
 
10. DERECHOS PROCESALES DE LOS SOSPECHOSOS Y DE LOS 
ACUSADOS. 
 
Siguiendo el aspecto procesal ahora nos referiremos  a los derechos procesales de 
los sospechosos y de los acusados. 
El Estatuto de la Corte Penal Internacional contempla la protección de los derechos 
de los sospechosos durante la investigación, así como de los acusados, en lo 
relativo a los primeros, toda persona sospechosa de haber cometido un crimen tiene 
garantizados los derechos: a no ser obligada a declarar contra sí misma y a no 
confesarse culpable; a no ser sometida a forma alguna de coacción, torturas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes; a la asistencia gratuita de un intérprete si es 
interrogada en una lengua que no habla o no comprende; a no ser sometida a 
arresto o detención arbitrarios;  a ser informada de que existen motivos para creer 
que ha cometido un crimen; a guardar silencio, sin que ello pueda tenerse en cuenta 
a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia; a asistencia legal de la 
persona que elija y, si no designa defensor, a que se le asigne uno de oficio cuando 
los intereses de la justicia lo exijan; a ser interrogada en presencia de su defensor, 
a ser escuchada antes de confirmar los cargos y a ser informada de las pruebas 
que la fiscalía se propone presentar en la audiencia. 
Por otra parte, toda persona acusada tiene garantizados los siguientes derechos 
fundamentales:  a ser considerada inocente hasta que se demuestre su culpabilidad 
más allá de toda duda razonable; a ser informada sin demora y en forma detallada 
de los cargos de los que se le acusa en una lengua que hable y comprenda; a 
disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa 
y a comunicarse libremente con su defensor;  a ser juzgada sin dilaciones indebidas; 
a hallarse presente en la confirmación de cargos, en el juicio y, en su caso, en la 
práctica de pruebas anterior al juicio; a defenderse por sí misma o con la asistencia 
de un defensor elegido libremente y, en caso de no tenerlo, a ser informado del 
derecho que le asiste y a que se le designe un defensor de oficio si los intereses de 
la justicia lo requieren;  a interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a 
hacer que se estudien los testimonios a su favor en igualdad de condiciones que los 
que se presenten en su contra; a la asistencia gratuita de un intérprete cuando se 
presenten pruebas y documentos en una lengua que no hable o no comprenda; a 
no declarar contra sí mismo y a permanecer en silencio, sin que ello sea considerado 
en la determinación de su culpabilidad o de su inocencia; a realizar un alegato oral 
u escrito en su defensa; a ser informado por la fiscalía de las pruebas que indiquen 
o tiendan a indicar su inocencia o puedan afectar a la credibilidad de las pruebas de 
cargo30. 
En nuestra opinión, el conjunto de garantías procesales ofrecidas por el Estatuto, 
es excelente, pero nosotros creemos que una cosa es el texto legal y otra cosa muy 
distinta es la practica, es decir para la practica de estas garantías, influyen las 
políticas internacionales del momento, y lo podemos notar con los hechos ocurridos 
el 12 de septiembre de 2000 (caída de las torres gemelas), en donde se adopto la 
política del antiterrorismo, y no se respetan las garantías procesales.   
                                            
30 DEOP, Xavier. La Corte Penal Internacional: Un nuevo instrumento Internacional contra la Impunidad, disponible en 
Internet: http://www.cidob.org/Castellano/Publicaciones/Afers/51-52deop.html#notes. 
 
11. DERECHO APLICABLE 
  
En cuanto al derecho aplicable, la Corte, en el cumplimiento de su cometido, 
aplicará una constelación normativa de índole diversa, preceptos sustantivos al 
igual que adjetivos. 
Primero, el estatuto donde se contiene la tipificación de los crímenes sobre los 
cuales tiene competencia.  
 
Segundo, el derecho propio que genere la Corte, a través de la adopción por la 
Asamblea de Estados partes de los elementos del crimen y las reglas de 
procedimiento y prueba, destinadas a clarificar las cuatro figuras delictivas y 
perfeccionar el conjunto procedimental que contiene el estatuto. Incluyo en este 
punto los principios y soluciones normativas que vaya generando la propia Corte en 
su labor jurisdiccional. 
Tercero, cuando proceda, así lo dispone el estatuto, los tratados, los principios y 
normas de derecho internacional aplicables, se entiende que son los instrumentos 
sobre derechos humanos, la convención sobre el genocidio, la convención sobre la 
tortura, los cuatro convenios de Ginebra de mil novecientos cuarenta y nueve, 
etcétera. 
Cuarto,  los principios generales del derecho que derive la Corte del derecho interno 
de los sistemas jurídicos del mundo. 
Quinto, contenido en el estatuto, merece consideración aparte un catálogo 
particularizado de garantías judiciales y procesales que se viene abriendo paso 
desde la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de la Asamblea 
Francesa de mil setecientos ochenta y nueve, y ha hallado cauce de expresión en 
diversas resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas en materia 
de derechos de los detenidos, de la independencia de la judicatura, de las 
obligaciones de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, de la protección 
y obligaciones de los abogados. Estos principios y garantías incluyen, la presunción 
de inocencia, la irretroactividad del régimen, el derecho a un juicio rápido, a conocer 
las causas de la imputación, a disponer de un abogado, a tener un traductor cuando 
el juicio se siga en un idioma distinto al del inculpado, etcétera31. 
 
12. LAS PENAS 
El Estatuto permite que la Corte imponga penas de reclusión a perpetuidad o por un 
número determinado de años no superior a treinta y, como penas  
accesorias, también puede imponer multas u órdenes de decomiso. Por lo tanto, la 
pena de muerte está prohibida, a diferencia de lo que ocurrió con el Tribunal de 
Nüremberg. Las sentencias dictadas por la Corte tienen el valor de cosa juzgada y, 
en consecuencia, ninguna persona puede ser juzgada por un tribunal estatal por un 
hecho por el cual haya sido condenada o absuelta por la Corte Penal Internacional. 
Al establecer la sentencia, la Corte debe tener en cuenta factores tales como la 
gravedad del crimen y las circunstancias individuales del criminal. Por otra parte, al 
interpretar los crímenes establecidos en el Estatuto, no puede aplicar la analogía en 
contra del presunto criminal, debiendo interpretarse en caso de ambigüedad a favor 
de la persona que esta siendo investigada, procesada o condenada. 
Además de imponer penas, la Corte cuenta con amplios poderes para ordenar que 
las personas condenadas indemnicen a las víctimas, pudiendo esta indemnización 
consistir en la restitución, compensación y rehabilitación.  
Debido a que en algunos estados está prohibida la pena de cadena perpetua, se 
establece que la Corte puede reducir las penas cuando la persona haya cumplido 
las dos terceras partes de la pena impuesta o veinticinco años de prisión en caso 
de cadena perpetua. Para que pueda producirse esta reducción de la condena, la 
                                            
31 MENDEZ SILVA, Ricardo, La Corte Penal Internacional. México, Revista Jurídica. Boletín Mexicano de Derecho 
Comparado, disponible en Internet: http://www.info.juridicas.unam.mx/publica/rev/boletin/ 
Corte deberá tomar en consideración criterios como la voluntad de la persona de 
cooperar con la Corte u otros factores que muestren un cambio de las circunstancias 
suficiente para justificar la reducción de pena.  
Respecto a las circunstancias que pueden eximir de la responsabilidad penal, éstas 
hacen referencia al elemento mental, a la legítima defensa, a la coacción extrema y 
a las órdenes superiores. En lo que respecta al elemento mental, el artículo 30 
afirma que los crímenes deben ser realizados con "intención" y "conocimiento", 
términos ambos que incluyen el dolo eventual, es decir, los supuestos en los que el 
criminal es consciente de las consecuencias que puede tener su acción, aunque no 
las desee.  
En lo relativo al elemento mental, se contempla como circunstancia eximente el 
hecho de que el autor sufra un defecto o incapacidad mental o un estado de 
intoxicación que anule su capacidad de apreciar la naturaleza de su conducta o su 
capacidad de controlar su comportamiento. En el supuesto de que esta situación 
sea causada por una intoxicación, es necesario que el autor no se haya intoxicado 
voluntariamente. 
En lo que se refiere a la legítima defensa, para que pueda alegarse como eximente 
de una determinada conducta ésta debe realizarse en defensa propia o de otra 
persona o, en el caso de crímenes de guerra, de la propiedad que sea necesaria 
para la supervivencia de una persona o esencial para acompañar una misión militar 
y, además, la defensa debe guardar proporcionalidad con el mal que se pretende 
evitar. 
En cuanto a la coacción extrema, no existirá responsabilidad penal cuando una 
acción ha sido realizada como consecuencia de una amenaza de muerte inminente 
o de inminentes daños físicas graves contra el autor de la acción u otra persona, 
siempre y cuando el autor no intente causar un daño mayor del que pretende evitar.  
Por último, con relación a las órdenes superiores, el Estatuto, a diferencia de los 
estatutos de los tribunales ad hoc, que contemplan la prohibición absoluta de utilizar 
como defensa las órdenes superiores, establece que éstas pueden constituir una 
eximente cuando la persona que ha cometido el crimen estuviera obligado por ley a 
obedecer órdenes emitidas por el gobierno o el superior de que se trate, no supiera 
que la orden era ilícita y, en el caso de los crímenes de guerra, que la orden no fuera 
manifiestamente ilícita. 
Por último, las sentencias de la Corte podrán ser recurridas a la Sala de Apelaciones 
por el fiscal, por el condenado o por quien le represente. 




A partir del momento en que se empieza a hablar de la existencia de una Corte 
Penal Internacional, surge la polémica sobre si a raíz de su surgimiento las Cortes 
Nacionales dejarán de ser supremas en sus países, pero en realidad tal controversia 
carece de fundamento, pues la Corte Penal Internacional sólo se encargará de 
conocer determinado tipo de delitos, mientras que las Cortes Nacionales podrán 
continuar resolviendo respecto a los delitos que no estén contemplados en el 
Estatuto de la Corte Penal Internacional. 
“La Corte Penal Internacional no será un reemplazo sino un complemento para la 
jurisdicción de nuestro país. La corte nacional seguirá teniendo prioridad en la 
investigación y enjuiciamiento de los crímenes en su jurisdicción”32.  
De conformidad con el principio de complementariedad, La Corte Penal 
Internacional actuará solo cuando la corte nacional sea incapaz de ejercer su 
jurisdicción o se muestre renuente a hacerlo. Si una corte nacional está dispuesta a 
ejercer su jurisdicción y es capaz de hacerlo, La Corte Penal Internacional no puede 
intervenir y ningún ciudadano de ese Estado puede ser llevado ante ella, a no ser 
en los casos que le remita el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de 
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Arbor Ciencia Pensamiento y Cultura,  2003 julio n° 691.  p. 1171-1188. 
 
conformidad con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas. El Estatuto 
especifica los motivos para que La Corte admita un caso y las circunstancias que 
determinan la incapacidad o renuencia están escrupulosamente definidos con el fin 
de evitar decisiones arbitrarias. Además, el acusado y los Estados implicados, sean 
o no partes del Estatuto, pueden impugnar la jurisdicción de la Corte o la 
admisibilidad del caso. Tienen así mismo el derecho de apelar cualquier decisión 
pertinente.  
 
 De acuerdo con el principio de complementariedad, la Corte sólo actuará si los 
tribunales nacionales no quieren o no pueden hacerlo. Podría ocurrir, por ejemplo, 
que un gobierno no estuviera dispuesto a enjuiciar a ciudadanos suyos, 
especialmente si fueran funcionarios de  altos cargos, o que el sistema de justicia 
penal hubiera quedado inoperante, como consecuencia de un conflicto interno y no 
hubiese ningún tribunal capaz de ocuparse de este tipo de crímenes. 
 




Como nuestro objeto de estudio es el impacto que ha traído la aprobación del 
tratado de roma  en nuestro país, es importante referirnos al proyecto de la 
alternatividad penal. 
 
El proyecto fue presentado al senado de la república, el 21 de agosto de 
2003; este tiene como finalidad la desmovilización de aproximadamente doce mil 
combatientes de las Autodefensas Unidas de Colombia, su reincorporación a la vida 
civil y la desactivación de uno de los factores más violentos y de mayores 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario en el marco del conflicto armado. 
 
 Nosotros nos cuestionamos: ¿Si con este nuevo proyecto de ley  se estaría 
patrocinando la impunidad?, en cierta medida consideramos que el precio ha pagar 
es alto para lograr la desmovilización de los grupos al margen de la ley, además va 
en contravia con los fines de la CPI, combatir el crimen a nivel global y evitar la 
impunidad. 
 Nosotros consideramos que se  pretende institucionalizar y legitimar la estrategia 
paramilitar, negando los derechos a la memoria, a la verdad y a la justicia de la 
población colombiana, estableciendo prerrogativas que conllevan a dejar sin el 
enjuiciamiento y las sanciones correspondientes a los crímenes de lesa humanidad 
que vienen cometiendo bajo la convivencia, complicidad y unidad de acción con las 
fuerzas de seguridad estatal; contrariando con esto, las recomendaciones que 
órganos internacionales han emitido en torno a la responsabilidad del Estado 
colombiano por acción u omisión en la ejecución de crímenes de manera sistemática 
y planificada contra sectores sociales, populares y políticos del país. 
La corte penal internacional tiene una limitante en nuestro país la salvedad 
formulada al artículo 124 del Estatuto de Roma, "que limita la competencia de la 
Corte Penal Internacional para investigar y juzgar los crímenes de guerra cometidos 
en Colombia"33, y hasta que no se resuelva dicha situación,  no se podrá detener a 
los criminales que se escudan tras las barreras de los países; por esto, frente a la 
situación de nuestro país hay una intención que lo mas pronto posible el tema de 
Colombia sea tratado por la CPI.  
Tal como lo adujo el doctor Luis Guillermo Pérez, secretario general de la 
Federación Internacional de Derechos Humanos: "no puede ser que la Corte 
termine conociendo solo los conflictos de países africanos. Es cierto que hay 
                                            






muchos conflictos graves en África; ¿pero qué pensarán nuestros hermanos 
africanos cuando ven que en otros lugares del mundo se están cometiendo graves 
crímenes contra la humanidad y de guerra y la CPI no actúa?, La CPI también tiene 
que actuar en el hemisferio occidental en dónde el conflicto ha durado más de 50 
años y se sigue degradando a la población, como en el caso colombiano"34.  
Por tanto, hay una invitación a los defensores y defensoras de derechos humanos 
a que comiencen  a impulsar el accionar de la Fiscalía de la Corte con la 
presentación de comunicaciones a dicha instancia sobre la grave situación que se 
vive a diario en Colombia; a que se empezara a trabajar en lo nacional y en lo 
regional en la eficacia y gradual perfeccionamiento de la CPI; al aunamiento de 
esfuerzos para presionar al Estado colombiano a que levante la salvaguarda del 
artículo 124 del Estatuto de Roma, invalide el Acuerdo Bilateral de Inmunidad 
firmado con el gobierno de Estados Unidos que limita la competencia de la Corte 
sobre los ciudadanos estadounidenses que cometan crímenes de su competencia 
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15.1 CON LAS FARC-EP 
 
Nada hace pensar en la posibilidad de un escenario medianamente optimista en el que las 
partes (Gobierno Nacional y FARC-EP) se acerquen para entablar siquiera conversaciones 
tendientes a concretar el acuerdo humanitario consistente en el intercambio de guerrilleros 
presos por secuestrados en poder del grupo guerrillero. Las mismas mediaciones de la 
Comisión Facilitadora de la Conferencia Episcopal no han tenido carácter oficial para las 
FARC-EP y aún no se aproximan a lo que realmente quiere y exige cada uno. El escenario 
más real es que durante el gobierno del presidente Uribe no va a darse el acuerdo 
humanitario ya que para la guerrilla sería una alta concesión a un mandatario que les ha 
declarado la guerra.  
  
 
15.2 CON EL ELN  
 
 
Pese a algunos enfrentamientos aparentemente exitosos, de acuerdo con sus 
propios partes de guerra, el ELN mantiene una posición defensiva y de conservación 
de fuerzas. En lo político intentan recuperar espacios perdidos, especialmente los 
departamentos de Arauca y Antioquia. En este escenario se debate entre la 






15.3 CON LAS AUTODEFENSAS 
 
 
Superada la crisis en las negociaciones, el escenario a futuro es el de un proceso 
donde se alcanzan acuerdos y en el que se llega a consensos entre los diferentes 
componentes de las AUC. A corto plazo se podrá observar la concentración de 
grupos de autodefensas, la verificación por parte de la Misión de la OEA y, muy 
seguramente, nuevas desmovilizaciones. “El curso que tome el proyecto de 
alternatividad penal continuará gravitando sobre el destino de un proceso que  aún 
no ha concluido”35.  
 
16. MARCO JURIDICO 
 
 
La regulación legal del objeto de investigación está establecida fundamentalmente 
en las siguientes normas: 
 
El acto legislativo número 02 de 2001 ( de diciembre 27) por medio del cual se 
adiciona el artículo 93 de la constitución política.  
 
Ley 742 del 2002, por medio de la cual se aprueba el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional, hecho en Roma, el 17 de julio de 1998 (diario oficial 44.826) 
constituye un instrumento internacional para juzgar a individuos por la comisión de 
algunos hechos punibles de especial gravedad y trascendencia para la comunidad 
de naciones; en otras palabras, el estatuto constituye un código penal y de 
procedimiento penal internacional; Sentencia c-578-2002  de la corte 
constitucional36 . 
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1. La importancia del establecimiento de una Corte Penal Internacional radica 
en que es necesario perseguir y castigar a los responsables de los crímenes como 
el genocidio ya que la Corte Internacional de Justicia solo se ocupa de casos entre 
Estados sin enjuiciar a individuos. Sin una corte penal internacional que trate la 
responsabilidad individual en los actos de genocidio y las violaciones graves de 
derechos humanos, estos delitos quedan a menudo impunes. 
 
 
2. Con base en el sistema subsidiario y complementario; la Corte Penal 
Internacional tiene jurisdicción, cuando las instituciones nacionales de justicia son 
involuntarias o incapaces de actuar. Además puede prevenir la comisión de 
crímenes de lesa humanidad deteniendo a delincuentes de guerra futuros 
3. La Corte Penal Internacional es por sus características, un órgano único en el 
sistema internacional, pues tiene competencia de carácter general para juzgar 
individuos, por lo que su papel en el cumplimiento del derecho internacional es de 
gran importancia. 
4. Entre los aspectos más relevantes que tiene la Corte Penal Internacional, 
podemos mencionar por su carácter permanente el que la Fiscalía puede iniciar sus 
investigaciones de oficio, el que se niegue cualquier tipo de inmunidad, incluida la 
de los Jefes de Estado y de Gobierno, la imposibilidad de que la Corte pueda dictar 
penas de muerte, la posibilidad de revisar las penas, si se dan en las circunstancias 
adecuadas. 
                                            
 
5. La Corte Penal Internacional no entra en conflicto con otras Cortes Nacionales, 
cada una de las Cortes tiene una competencia claramente delimitada y se trata de 
responsabilidades o áreas diferentes. 
6. La CPI, tiene como efecto, crear un sistema jurídico sólido, fortaleciendo de esta 
manera Ia jurisdicción interna o supliéndola cuando esta se torna ineficiente, pero 
consideramos curiosa Ia posición que ha asumido Colombia en cuanto a Ia 
ratificación de Ia figura, puesto que el Gobierno hizo una reserva para que durante 
siete años, - desde agosto del 2002- se aplique cuando se presenten crímenes de 
lesa humanidad y no en crímenes de guerra. 
 
Aun no son claras las razones del gobierno para sustraer de Ia Corte de Roma 
ciertos delitos, podría pensarse hipotéticamente en tres teorías: 
 
La primera, que el Estado no quiere por así decirlo, internacionalizar el conflicto. 
 
La segunda, Ia posible negociación frente a Ia continuación de Ia asistencia militar, 
del propio plan Colombia y el proyecto de alternatividad penal 
 
Por ultimo, Ia teoría que implica Ia creencia o convicción de que el Estado está en 
capacidad de dotar a nuestra Legislación de los instrumentos necesarios para 





Ad hoc: Loc. Lat. Expresión adverbial que significa: para esto, para el caso. Lo que 
sirve a un fin determinado. 
 
Amnistía: Proviene la voz de amnesia o pérdida de la memoria; a través de un 
vocablo griego que significa olvido. Es una medida legislativa por la cual se 
suprimen los efectos y la sanción de ciertos delitos, principalmente de los cometidos 
contra el Estado. Se distingue la amnistía del indulto, en que la una tiene carácter 
general y el otro particular. Ha sido definida la amnistía como “un acto del poder 
soberano que cubre con el velo del olvido las infracciones de cierta clase, aboliendo 
los procesos comenzados o que se deban comenzar, o bien las condenas 
pronunciadas para tales delitos”. 
 
Bilateral: Lo que consta de dos lados o partes. En Derecho se aplica a los contratos 
en que ambas partes quedan obligadas a dar, hacer o no hacer alguna cosa, que 
compensa la prestación de la otra parte con mayor o menor igualdad; como en la 
compraventa (cosa y precio), en la permuta (cosa por cosa distinta), en la sociedad 
(aportación contra eventual ganancia), etc. 
 
Competencia: Contienda, disputa. Oposición, rivalidad; sobre todo en el comercio 
y la industria. Atribución, potestad, incumbencia. Idoneidad, aptitud.  Capacidad 
para conocer una autoridad sobre una materia o asunto. Derecho para actuar. De 
jurisdicción. Contienda suscitada entre dos jueces, tribunales o autoridades, 
respecto al conocimiento y decisión de un negocio, judicial o administrativo. Desleal. 
Abusiva práctica del comercio por quien trata de desviar, en provecho propio, la 
clientela de otra persona, establecimiento comercial o industrial, empleando para 
conseguirlo equívocos, fortuitas coincidencias de nombre, falsas alarmas o 
cualquier medio de propaganda deshonesta. (V. Competencia ilícita).  ILÍCITA. 
Ejercicio abusivo del comercio o de la industria manteniendo la rivalidad profesional 
con medios reprochables, con infracción de leyes y reglamentos o de contratos. 
 
Conflicto: Lo más recio o incierto de un combate, pelea o contienda. Oposición de 
intereses en que las partes no ceden. El choque o colisión de derechos o 
pretensiones. Situación difícil, caso desgraciado.  
 
Crimen: Infracción gravísima. Perversidad extrema.  Acción merecedora de la 
mayor repulsa y pena. Maldad grande. Tremenda injusticia. Pecado mortal. 
 
Delito: Etimológicamente, la palabra delito proviene del latín delictum, expresión 
también de un hecho antijurídico y doloso castigado con una pena. En general, 
culpa, crimen, quebrantamiento de una ley imperativa. Agotado. El que además de 
consumado ha conseguido todos los objetivos que el autor se proponía y cuantos 
efectos nocivos podía producir el acto delictivo.  
 
Deportación: Del latín deportare, llevar, trasladar. Pena de confinamiento en lugar 
lejano o ultramarino. 
 
Esclavitud: El estado del esclavo; la condición jurídica de la persona considerada 
como cosa o semoviente, y sometida a la propiedad plena de su amo. 
En esta institución antiquísima, en total decadencia hoy día, aunque no extinguida, 
cual suele creerse, se considera a ciertos hombres bajo el dominio de otros, sin 
reconocerte finalidad propia, por integrar tan sólo medios para el cumplimiento de 
los fines de aquellos a los cuales están sujetos. 
 
 
Estatuto: En sentido general, toda ley, reglamento u ordenanza. Más 
concretamente, los pactos, convenciones, ordenanzas o estipulaciones 
establecidos por los fundadores o por los miembros o socios de una entidad, para 
el gobierno de una asociación, sociedad, corporación, sindicato, club, etc. En algún 
caso, estatuto se ha dicho por Constitución política; como el Estatuto Real español 
de 1834.  En Derecho Civil, cualquier ordenamiento obligatorio; como contrato, 
testamento u otro. En Derecho Constitucional español, ley especial o pequeña 
constitución que establecía el régimen autonómico de una región, conforme al 
código fundamental de 1931. A tenor del mismo, y luego de la aprobación popular 
por los dos tercios, se sancionaron el Estatuto catalán y el gallego; y, ya en el curso 
de la guerra civil, el vasco. En Derecho Internacional Privado, el sistema de los 
estatutos está integrado por el régimen propuesto para resolver las cuestiones de 
competencia entre dos o más países y los conflictos originados por la disparidad de 
leyes nacionales en cuanto a las personas, las cosas y los actos jurídicos. Formal 
Régimen jurídico a que se someten las solemnidades externas de los actos, espe-
cialmente en caso de conflicto internacional de leyes. Personal. Régimen jurídico 
que establece y regula la nacionalidad, condición y capacidad de las personas ante 
la pluralidad de legislación internacional. Ley personal o nacional. Ley del país de 
origen de la persona, cuando produce efecto extraterritorial.  Real Principios legales 
que determinan el régimen de los bienes, de la propiedad y de los derechos reales 
sobre los mismos, tanto en su constitución, modificación y enajenación, como en su 
extinción. Ley territorial. Ley del país en que se encuentren los bienes. 
 
Extraterritorialidad: Ficción jurídica que considera ciertas personas y cosas (como 
los representantes diplomáticos y consulares, los edificios que ocupan y los barcos 
de guerra) como representan, y sometidos a sus leyes.  
 
 
Fiscal: En cuanto adjetivo, perteneciente al Fisco o Erario público; como bienes 
fiscales o lasa fiscal Concerniente al fiscal como oficio; y así se habla de acusación 
o informe fiscal. Civil Magistrado que, en la antigua organización judicial de España, 
representaba al interés público en los negocios civiles exclusivamente. (V. Fiscal 
criminal). Cuando el Ministerio público actuaba independientemente en las 
jurisdicciones civil y criminal, era este fiscal el que informaba en las causas penales.  
 
Forum: El foro romano, la plaza pública y el principal centro de su vida comercial, 
política y judicial. En él se comerciaba; allí se reunían los comidos por tribus; y allí 
los jueces dictaron sus primeras sentencias.  Por extensión, el tribunal competente 
ante el cual debía llevar su causa el demandante. También, espacio libre que se 
dejaba delante de las sepulturas y que no era susceptible de usucapión. (sinon 
Foro).  
 
Genocidio: Crimen de Derecho Internacional, consistente en el exterminio de 
grupos humanos por razones raciales, políticas o religiosas, o en la implacable 
persecución de aquéllos por estas causas. 
 Internacional: Relativo a dos o más naciones; como tratado, convención o guerra. 
Nombre de diversas organizaciones mundiales de trabajadores, de índole más o 
menos revolucionaria y sindical. 
 
Jurisdicción: Genéricamente, autoridad, potestad, dominio, poder. Conjunto de 
atribuciones que corresponden en una materia y en cierta esfera territorial. Poder 
para gobernar y para aplicar las leyes. La potestad de conocer y fallar en asuntos 
civiles, criminales o de otra naturaleza, según las disposiciones legales o el arbitrio 
concedido. Territorio en que un juez o tribunal ejerce su autoridad. Término de una 
provincia, distrito, municipio, barrio. etc. 
 
Multilateral: concertado entre diferentes partes 
 
Non Bis In Ídem: loc. Lat. No dos veces por la misma causa. En materia penal, 
significa que no cabe castigar dos veces por el mismo delito; ya sea aplicando dos 
penas por un mismo hecho o acusando por segunda vez por un delito ya 
sancionado. 
 
Nullun crimen, nullu poena sine praevia lege: loc. Lat.  Ningún delito ni pena sin 
ley previa. 
 
Ratificación: Aprobación de un acto ajeno relativo a cosas o derechos propios. 
Confirmación de un dicho o hecho propio o que se acepta como tal.  Insistencia en 
una manifestación.  Reiteración del consentimiento. Declaración aprobatoria del 
hecho o resolución del inferior. De gestión de negocios. En cualquiera 
circunstancias que una persona emprenda la gestión de negocios ajenos 
abandonados, la ratificación del dueño del negocio equivale a un mandato, y se le 
somete para con el gestor a todas las obligaciones del mandante. De mandato. 
Resulta ésta, por la tácita, cuando cualquier acto del mandante implique necesaria 
aprobación de lo hecho por el mandatario. 
  
Sala: Habitación principal de una casa, la destinada a recibir a los extraños y a las 
fiestas. Lugar en que se constituye un tribunal de justicia. Conjunto de los 
magistrados que integran cada una de las divisiones de los tribunales colegiados. 
De Gobierno. En los tribunales colegiados, la que se forma, con tres magistrados al 
menos, para las cuestiones disciplinarias y de orden gubernativo o régimen interno. 
De Indias. En los tribunales españoles durante el período de dominación en el 
Nuevo Mundo y en el Novísimo, la que entendía en asuntos planteados en las 
posesiones de Ultramar. 
Secuestro: Depósito de cosa litigiosa. Embargo judicial de bienes. Detención o 
retención forzosa de una persona, para exigir por su rescate o liberación una 
cantidad u otra cosa sin derecho, como prenda ilegal. (V. Secuestro de Personas).  
Delito mixto contra la libertad individual y la integridad de las personas y, por lo 
común, contra la propiedad; ya que su objetivo primordial consiste en obtener una 
suma de dinero, a costa del rescate de una persona del afecto de aquel a quien se 
le exige la cantidad; cuya negativa conduce, de acuerdo con las amenazas, a la 
muerte, tortura, ultraje u otro desmán del que será víctima el privado de libertad y 
situado en lugar secreto. 
 
Tratado: Corno obra, la que versa sobre una ciencia o arte, que  considera amplia 
y sistemáticamente. Convenio, contrato. Por antonomasia, convención 
internacional, suscrita por dos o más príncipes o gobiernos. 
Víctima: Persona o animal destinados a un sacrificio religioso. Persona que sufre 
violencia injusta en su persona o ataque a sus derechos. El sujeto pasivo del delito 
y de la persecución indebida. Quien sufre un accidente casual, de que resulta su 
muerte u otro daño en su persona y perjuicio en sus intereses.  Quien se expone a 
un grave riesgo por otro. 
                    
 Violación: infracción quebrantamiento o trasgresión de ley o mandato. 
Incumplimiento de convenio. Tener acceso carnal con mujer privada de sentido, 
empleando fuerza o grave intimidación o, en todo caso, si es menor de 12 años, en 
que carece de discernimiento para consentir un acto de tal trascendencia para ella. 
(V. Violación de la Mujer.)  Profanación de lugar sagrado. (V. Profanación.) Aleja-
miento, desdoro de una cosa. Delito, falta. De correspondencia. Atentado contra el 
secreto o respeto que el correo merece, por la confianza de las personas que lo 
utilizan y para no defraudar, en cuanto a los organizadores del servicio, a quien ha 
pagado el franqueo para que el traslado y la entrega de la correspondencia se 
efectúe con total normalidad.  De domicilio. Entrada en domicilio ajeno contra la 
voluntad del dueño, y sin que concurra alguna necesidad imperiosa y legítima para 
quien lo hace ni el cumplimiento de un deber como autoridad o con relación al 
prójimo. En algunos ordenamientos jurídicos, la permanencia en vivienda de otro, 
aun habiendo entrado con su permiso, cuando se ordena el inmediato abandono del 
domicilio.  De la Ley. Infracción del Derecho positivo; ya sea norma de índole civil, 
que permite exigir su cumplimiento forzoso o la reparación consiguiente; ya algún 
principio cuya trasgresión lleve aneja alguna consecuencia punitiva, por constituir 
delito o falta.  De la mujer. Delito contra la honestidad y contra la libertad que se 
comete yaciendo carnalmente con mujer contra su voluntad expresa, por emplear 
fuerza o grave intimidación; contra su voluntad presunta, por encontrarse privada 
temporal o permanentemente de sentido, por enajenación mental, anestesia, 
desmayo o sueño; o por faltarle madurez a su voluntad para consentir en acto tan 
fundamental para su concepto público y privado, para la ulterior formación de su 
familia y por la prole eventual que pueda tener.  De Secretos. Delito que comete el 
funcionario público que revela o descubre cuestiones reservadas de las que, por 
razón de su cargo, tenga noticia o hechos de publicidad vedada, o por divulgar 
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